PÁGINA  
7
HONORABLE CÁMARA DE SENADORES

N° 29


SON LAS 9:15 HORAS

SEÑOR PRESIDENTE: Habiendo quórum se da inicio a la sesión extraordinaria de la fecha. A consideración el acta de la sesión extraordinaria de fecha 6 de noviembre de 2001. No habiendo objeción se aprueba.


APROBADA

II. ASUNTOS ENTRADOS

MENSAJES DEL PODER EJECUTIVO

SECRETARIO GENERAL: II.A.1. Presidencia de la República. Asunción, 7 de noviembre de 2001. N° 592. HONORABLE CONGRESO NACIONAL: El Poder Ejecutivo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 212 de la Constitución Nacional, ha resuelto retirar parcialmente el Mensaje N° 449 de fecha 2 de mayo de 2001, por la cual se había solicitado el Acuerdo Constitucional para la designación de Miembros del Directorio Ejecutivo de la Entidad Binacional ITAIPÚ.


Al respecto cabe señalar que fue designado en carácter de Miembro interino del Directorio Ejecutivo de la Entidad Binacional  ITAIPÚ, al Señor José Swako, para la Dirección Financiera; y por Decreto N° 14.707 de fecha 20 de setiembre de 2001, fue nombrado en reemplazo del mismo el Ingeniero Wilfrido Emigdio Taboada Molinas.


Por las razones expuestas, solicito dejar sin efecto el pedido de Acuerdo Constitucional para el nombramiento del Señor José Swako, como Director Financiero de la Entidad Binacional Itaipú.


Dios Guarde a Vuestra Honorabilidad.


Luis Ángel González Macchi; Presidente de la República del Paraguay. Alcides Jiménez; Ministro de Obras Públicas y Comunicaciones.

A Su Excelencia

Juan Roque Galeano 

Presidente del Honorable Congreso Nacional

Palacio Legislativo

SEÑOR PRESIDENTE: Se devuelve al Poder Ejecutivo.


Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA:  Consulto a la Presidencia, por su intermedio a la Secretaría, si en qué consiste el retiro parcial.


Agradezco al Secretario General que me está facilitando la documentación pertinente.

SEÑOR PRESIDENTE:  Señor Senador, ¿está conforme?.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA:  Sí, señor Presidente, pero creo que el pleno seguirá en ayunas.

SEÑOR PRESIDENTE:  Se dará lectura por Secretaría del Mensaje N° 592 del Poder Ejecutivo.

SECRETARIO GENERAL: “Asunción, 7 de noviembre de 2001. Mensaje N° 592.  Honorable Congreso Nacional.  El Poder Ejecutivo en virtud de lo dispuesto en el artículo 212 de la Constitución Nacional ha resuelto retirar parcialmente el Mensaje Nº. 449 de fecha 2 de mayo de 2001 por el cual se había solicitado el Acuerdo Constitucional para la designación del miembro del Directorio Ejecutivo de la Entidad Binacional Itaipú.  Al respecto cabe señalar que fue designado en carácter de Miembro interino del Directorio Ejecutivo de la Entidad Binacional Itaipú al señor José Swako para la Dirección Financiera y por Decreto Nº 14.707,  de fecha 20 de setiembre de 2001, fue nombrado en reemplazo del mismo el Ing. Wilfrido Emigdio Taboada Molinas. Por las razones expuestas, solicito dejar sin efecto el pedido de Acuerdo Constitucional para el nombramiento del señor José Swako como Director Financiero de la Entidad Binacional Itaipú.  Firma el Presidente de la República del Paraguay”.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA:  La observación al punto 1 dice: “se devuelve parcialmente al Poder Ejecutivo”.  Yo ruego el cambio de procedimiento, que se remita a la Comisión de Asuntos Constitucionales para estudiar esto.  Primero: un retiro parcial de un mensaje, es una figura particular.  Segundo: mi memoria me dice que a este señor Taboada, nosotros, por lo menos, en Comisión lo hemos recibido, hemos dictaminado a favor del otorgamiento del Acuerdo para su designación, creo que la plenaria votó el Acuerdo y creo que este señor asumió el cargo inclusive.  


Ahora veo que este mensaje tiene fecha 7 de noviembre y solicita el retiro parcial del mensaje del 2 de mayo. Realmente yo estoy perdido, no sé cuál es el juego ahí, encima nos dice el propio mensaje que fue designado por Decreto número tal.


Entonces, solicito que se gire a la Comisión de Asuntos Constitucionales para que esta comisión recomiende el procedimiento, yo por lo menos no tengo todos los elementos acá.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Diógenes Martínez.

SEÑOR SENADOR DIÓGENES MARTÍNEZ: Existen dos mensajes del Poder Ejecutivo sobre el tema de los directores. Y en el caso del Director Financiero dos nombres: primero el de José Swako  y luego de Wilfrido Emigdio Taboada Molinas.


La Comisión de Relaciones Exteriores había solicitado al Poder Ejecutivo para no examinar las dos propuestas simultáneamente, por más que una es posterior al otro, el pedido, que solicitara el que ya no sirve para no tener acá dos.  Y a raíz de esto es que viene el pedido de que de la propuesta inicial hecha por tres directores se dejaba sin efecto la propuesta para el Director Financiero a favor del señor José Swako, quedando en pie entonces la propuesta siguiente a favor de Taboada como Director Financiero.


No es muy ortodoxo el procedimiento, como lo destaca el preopinante, pero realmente desde el fondo no es ni siquiera la devolución del mensaje, sino es dejar sin efecto una parte del mensaje que estaba obrando en la Comisión de Relaciones Exteriores y creo que también en la Comisión de Asuntos Constitucionales, aclarando también que la segunda propuesta de Taboada no había sido todavía dictaminada, por lo menos en la Comisión de Relaciones Exteriores y no resuelta tampoco por el pleno.  Gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA:  Insisto en que se giren a las dos comisiones, porque además yo creo que un pedido al Ejecutivo del retiro o cualquier cosa relacionada al Ejecutivo y Legislativo no lo debe hacer una comisión, con todo respeto a la Comisión de Relaciones Exteriores, pero esa es facultad del Presidente de la Cámara y/o de la plenaria de la Cámara, porque o si no se pueden crear justamente situaciones de ese tipo, la Comisión de Asuntos Constitucionales no conocía del pedido de la Comisión de Relaciones Exteriores y la comunicación del otro Poder del Estado debe hacerse vía plenaria o vía Presidencia de la Cámara.


Creo que tenemos que salvar esta situación para que no siente precedente y se creen situaciones como esta. A veces hay proyectos que van a cinco o seis comisiones, se imaginan ustedes que cada comisión actúe por cuerda separada.


Insisto, señor Presidente, en que se gire a las comisiones para estudiar el caso y recomendar al plenario el procedimiento.

SEÑOR PRESIDENTE: Se girará a las Comisiones de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional; y a la de Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales para su posterior dictamen.

SECRETARIO GENERAL: II.A.2. Presidencia de la República. Asunción, 7 de noviembre de 2001. N° 594. HONORABLE CONGRESO NACIONAL: Tenemos la honra de dirigirnos a Vuestra Honorabilidad con referencia al Mensaje N° 388/2000, mediante el cual fue remitido para su estudio y sanción el proyecto de Ley “QUE APRUEBA EL CONVENIO MODIFICATORIO N° 2 FIRMADO ENTRE LA REPÚBLICA DEL PARAGUAY Y EL BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO (BID) EN EL MARCO DEL CONVENIO DE LÍNEA DE CRÉDITO PPF/004- PR, APROBADO POR LEY N° 195/93”.


La Ley N° 195/93 aprobó un nuevo instrumento de préstamo más flexible, denominado Facilidad para Preparación de Proyectos (PPF), que permitía otorgar recursos para realizar los estudios necesarios previos al inicio de los proyectos. El monto por cada “proyecto” podía llegar hasta DÓLARES LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA QUINIENTOS MIL (USD. 500.000).

 
El Convenio modificatorio del PPF firmado el año pasado, actualmente a consideración del Congreso, es llamado FAPEP (Facilidad para la Preparación y Ejecución de Proyectos) y se diferencia en que aumenta el monto global de los recursos asignados para cada proyecto (puede llegar hasta 5 millones de dólares americanos por cada proyecto) incorporando además de la preparación, recursos para:

- Apoyar la capacidad de implementación; y

 -Inversiones limitadas


El monto global de los recursos disponibles es de DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA VEINTE MILLONES (USD 20.000.000), lo que permitiría atender a varios proyectos a la vez, y están estructurados en forma similar al PPF, es decir, una vez que se aprueba la operación de préstamo, se repone el fondo con el primer desembolso, en caso contrario, se lo amortiza en cuotas. Cabe resaltar, que sobre el monto de la línea de crédito disponible (USD 20 millones), no se paga comisión de compromiso.


Finalmente cabe destacar la importancia de este nuevo instrumento financiero, el cual fue negociado y firmado con el BID, en un esfuerzo conjunto para agilizar el tiempo de preparación e inicio de los proyectos. Asimismo, con la modificación al Convenio actualmente vigente, se contará con mayores recursos para apoyar el proceso de Reforma del Estado, entre los que se destaca la Reforma de la Banca Pública.


Por lo que antecede, el Poder Ejecutivo encarece a ese Congreso Nacional, se sirva brindar la mayor celeridad al tratamiento del Convenio Modificatorio, considerando la necesidad de los recursos y los beneficios consecuentes esperados para el país.


DIOS GUARDE A VUESTRA HONORABILIDAD.


Dr. Luis Ángel González Macchi; Presidente de la República del  Paraguay. Francisco Oviedo Britez; Ministro de Hacienda.

A Su Excelencia

Dr. Juan Roque Galeano

Presidente del Honorable Congreso Nacional

Palacio Legislativo

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota y se agrega a sus antecedentes obrantes en las Comisiones de Hacienda, Presupuesto y Cuentas; y a la de Economía, Desarrollo e Integración Económica Latinoamericana.

SECRETARIO GENERAL: II.A.3. Presidencia de la República. Asunción, 7 de noviembre de 2001. N° 595. HONORABLE CONGRESO NACIONAL: Tengo la honra de dirigirme a Vuestra Honorabilidad de conformidad con lo dispuesto en los artículos 203° y 238° de la Constitución Nacional, con el objeto de elevar a consideración de ese Honorable Congreso Nacional el proyecto de Ley del “CÓDIGO PROCESAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”, remitida al Poder Ejecutivo de la Nación por la Comisión Nacional de Codificación y en base al anteproyecto presentado por el Profesor Doctor Sindulfo Blanco y las modificaciones incorporadas al proyecto con las modificaciones expuestas por las Sub Comisiones constituidas a tal efecto.


El proyecto pretende la regulación jurídica de todo el proceso judicial contencioso administrativo, antes  las enormes dificultades, que enmarcan la acción de los litigantes, magistrados, docentes, que se deben principalmente a la deficiente e incompleta regulación jurídico procesal en esta materia.


La estructura actual de las instituciones públicas en el orden administrativo legal y jurídico conlleva la actualización y uniformidad de la normativa de Derecho Público de carácter procesal en la Jurisdicción Contencioso Administrativa.


El documento pretende la regulación jurídica de todo el proceso judicial contencioso administrativo, ante las enormes dificultades actuales con que todos  tropiezan- litigantes, magistrados, docentes, estudiantes, etc.; principalmente debido a la deficiente e incompleta regulación jurídica en la materia y la incorporación pretoriana de soluciones de carácter procesal adoptada en numerosos casos por el Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala y la propia Corte Suprema de Justicia.


El régimen legal básico está en la  Ley 1462/35, la Ley 8723/41, la Ley 6623/44, con más de 65 años de vigencia, obviamente 0 superadas en el tiempo, especialmente por efecto de las modificaciones operadas en la estructura  administrativa legal de las Instituciones Públicas y a los que se sumó la proliferación de leyes del Decreto Público de carácter procesal administrativo.


Los fundamentos de la nueva regulación jurídica propuesta se sustenta en las siguientes consideraciones:

1- Situación actual del Fuero Contencioso Administrativo y problemas que plantea.


La “Jurisdicción Contencioso Administrativa” está a cargo del Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala según Ley 1462/35, norma que establece en ocho artículos muy breves , los requisitos formales exigidos para la promoción de la demanda y su admisión y trámite eventual, a los que se agregan las normas citadas presentemente, el Art. 30 de la Ley 879/81 y el Art. 265 de la Constitución Nacional.


En todo lo no previsto en dichas normas, debe remitirse a las disposiciones del  Código Procesal Civil, lo cual genera dificultades prácticas, como ser:

a)    el Tribunal de Cuentas, Primera Sala, es la primera instancia judicial, y se aplican las regulaciones previstas en el Código de Procedimientos Civiles y Comerciales para el proceso o actuación ante el juzgado de primera instancia respectivo.

b)    al aplicarse el procedimiento de primera instancia, la caducidad o perención debiera materializarse a los seis meses, tal como así lo dispone el Código Procesal Civil. Sin embargo, ello no es así porque el Tribunal aplica la regulación prevista para segunda instancia, lo que significa que el instituto jurídico opera a los TRES meses. Reiterados fallos de ese Tribunal, y de la propia Corte Suprema de Justicia, determinaron que la caducidad se opera a los tres meses, y no a los seis meses, por entender que dicho plazo, previsto en la Ley 1462/35, prevalece sobre lo dispuesto en el Código Procesal Civil, por ser norma especial, y además porque la naturaleza del órgano mencionado sería “sui géneris”, esto es, que, no obstante tratarse de un Tribunal colegiado de segunda instancia, sin embargo, actúa como primera instancia judicial. En otras  palabras, actúa como juzgado de primer grado, pero aplica la norma prevista para segundo grado, lo cual es un completo absurdo.


Esta situación genera inseguridad jurídica en el administrador. Porque al   aplicarse el  trámite de primera instancia judicial, hace caer, al justiciable, en el equívoco de computar el plazo de seis meses previsto en el Código Procesal Civil y no el de tres meses, contemplado en la Ley 1462/35. Resulta abrumadora la cantidad de expedientes archivados definitivamente por dicha causa.


Si es de primer grado judicial, el caso puede replantearse siempre que el derecho no estuviere perjudicado por la prescripción liberatoria. Y si es de segundo grado, debe archivarse definitivamente, así lo establece el Código Procesal Civil. En conclusión, según dichos fallos, el Tribunal de Cuentas Primera Sala, al mismo tiempo es de primer y segundo grado, lo que es incongruente desde el punto de vista lógico. La única respuesta positiva posible es considerar a dicho Órgano Judicial como de segunda instancia, porque “dictamina sobre cuestiones resueltas por la instancia administrativa anterior”, en cuyo supuesto estaríamos admitiendo la  judicialización del proceso administrativo, prohibida constitucionalmente. Los términos de  la  Carta Magna permiten inferir que en realidad la primera instancia judicial no es la sede administrativa, sino la del Tribunal que nos ocupa.


Esta situación anormal se pretende regularizar con el proyecto que se presenta, haciendo compatible la regulación contenida en el Código Procesal Civil y Comercial vigente con los hechos mencionados, para lo cual se propone la descentralización del fuero contencioso administrativo, según se explica en párrafos posteriores.

2- Incremento desmesurado de litigios.


La estadística de la demanda de servicios a que se ve sometido el Órgano Judicial mencionado acredita que desde 1987 a la fecha los casos litigiosos se han incrementado desmesuradamente tal como lo demuestra el siguiente cuadro:

EXPEDIENTES TRAMITADOS Y RESOLUCIONES DICTADAS POR EL TRIBUNAL DE CUENTAS, PRIMERA SALA



AÑO


AC. Y SENT.
A.I.
ENTRADA DE

EXPEDIENTES

1987

1988

1989

1990

1991

1992

1993

1994

1995

1996

1997

1998

1999

2000

20-08-01
41

49

77

69

71

131

119

129

157

98

126

110

175

231

88
162

178

201

211

422

554

564

675

615

865

1018

1084

1257

1497

839
110

114

134

233

272

367

384

400

435

601

579

662

740

906

600


Debe dejarse claro que en los expedientes se contienen pretensiones colectivas e individuales, de modo que, el número respectivo no siempre corresponde a una persona. A veces, corresponde a varios.

3- Descentralización de la Justicia Contencioso Administrativa


El Tribunal de Cuentas 1ra. Sala tiene jurisdicción sobre toda la República, a diferencia de los demás órganos judiciales inferiores en jerarquía a la Corte Suprema de Justicia, y tiene facultad de conocer y decidir en las contiendas originadas en la materia que nos ocupa, suscitadas con los órganos públicos también existentes en todo el territorio nacional, lo cual es  un obstáculo para el rápido acceso a la Justicia, principalmente debido a enormes distancias a  cubrir para trasladarse a la Capital de la República y depositar sus reclamos, con los consabidos incrementos de costos pérdida de tiempo y otras dificultades que por brevedad se  omite mencionar.


En consecuencia por disposición del Art. 158 y siguientes de la Constitución Nacional, debe encararse la reforma de l estatuto jurídico del servicio de la Justicia Contencioso Administrativa con vistas a acercarlo al justiciable domicilio fuera de la Capital, y de paso resolver las incongruencias jurídicas apuntadas anticipadamente, a los que se suman otros  problemas que se citarán más adelante.



En consecuencia, diseminando el servicio aludido por todo el  territorio nacional se cumplirá el mandato constitucional de la descentralización horizontal de los servicios públicos. Pero además, el proyecto también pretende igual determinación en el sentido vertical, dado que se propugna desconcentrar de tareas a los juzgados de primera instancia en lo civil y comercial y a la propia Corte Suprema de Justicia, agobiada hoy por apelaciones y recursos deducidos por los litigantes contra resoluciones de todo tipo emanadas del Tribunal de Cuentas, 1ra Sala.


Resumiendo, con extremada facilidad el litigante accede a la máxima instancia judicial, porque de las Resoluciones del Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala se podrá apelar ante la  Corte Suprema de Justicia. No debe perderse de vista que la Sala respectiva de la Corte Suprema de Justicia debe atender otras cuestiones también sumamente sensibles a la opinión  pública nacional, como ser las de carácter penal, laboral y de menor, a  más de aquellas de  tinte meramente administrativo y protocolar. En idéntico sentido, el beneficio de la  descentralización alcanzará al fuero civil ordinario, porque cuestiones relativas a ejecuciones fiscales, acciones de los órganos públicos contra los particulares por daños e intereses, o para el justiprecio de expropiaciones, Amparos y Recursos de Hábeas Corpus y de Hábeas Data, etc., pasarán a ser competencia de la Justicia Contenciosos y Administrativa, advirtiéndose que los dos últimos citados serán también de competencia de los demás juzgados de primera instancia judicial, tal como sucede actualmente.


En consecuencia, el trabajo propone el funcionamiento del fuero a través de la justicia electoral de primera instancia, que como se sabe, se halla diseminada por toda la República, ya que dicha jurisdicción es la menos recargada de tareas, y además, porque antes de su existencia las cuestiones electorales eran de competencia del Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala, hasta que se instituyó la Justicia Electoral. Además por el Art. 144 de la Ley N° 1626/2000, de la Función Pública, ya se ha avanzado en dicho sentido, al disponerse que las cuestiones laborales de los  Municipios y Gobernaciones, pasan a ser de la competencia del Juzgado Electoral de la circunscripción judicial respectiva.


En su primera actuación, el juzgado electoral deberá determinar la naturaleza de la controversia a los efectos de establecer la materia en discusión, si es de carácter electoral o  contencioso administrativo, lo que posibilitará ulteriormente el trámite de los recursos en las  instancias superiores, conforme a la respectiva ley aplicable al caso.


Dicha justicia electoral conocerá y decidirá en primera instancia y de sus resoluciones se podrá apelar ante el Tribunal de Cuentas 1ra. Sala, con sede en Asunción, cuando se  relaciona con cuestiones de su competencia, o en sentido contrario, la respectiva cámara de apelación en lo electoral, según el caso.


La política administrativa del Poder Ejecutivo podrá, en lo sucesivo determinar la pertinencia de derivar a las cámaras de apelación en lo electoral, o en lo Civil, etc., de las  circunscripciones territoriales de la república, para el momento eventual de que se opte también por el criterio de descentralizar los servicios del propio Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala, según los requerimientos de la demanda de actuación judicial en la materia, y siempre que así lo autorice el Presupuesto General de la Nación.


Para evitar dilaciones emergentes de apelaciones de incidentes, la solución propuesta esta recogida de la regulación actual del Código Procesal Laboral, cuyo Art. 279 determina:


“Las cuestiones incidentales que se promuevan, serán substanciadas en pieza separada, sin  interrumpir el curso del juicio y resueltas en la sentencia definitiva, salvo aquellas que por su naturaleza o fines requieran una decisión previa”. Esto para el caso del juicio ordinario, porque en lo relativo al juicio sumario, la solución es diferente.


Eso implica que el proyecto pretende que las cuestiones incidentales suscitadas en los pleitos ordinarios no obstaculicen la rápida resolución definitiva del caso por el juez de la causa, haciendo excepcional la posibilidad de la intervención procesal del Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala, partiendo de la evidencia de que el traslado permanente de los expedientes de una autoridad judicial a otra genera inconvenientes de todo tipo, incluyendo la demora. Esta solución se recoge del Código Procesal Laboral vigente.


La idea central es la doble instancia ordinaria conformada por el juez y el Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala y excepcionalmente la posibilidad de acceder a la Corte Suprema de Justicia, que se reducirá al supuesto limitado previsto en la regulación actual del Código Procesal Civil, para los casos en que esta disposición contempla la concesión de recursos contra sentencias originadas en segunda instancia.

4- Denominación del Fuero y carácter de la norma proyectada.


La norma proyectada incorpora el fuero contencioso administrativo bajo la denominación de “Justicia Contencioso Administrativa”, si bien la ley confía a los juzgados de  primera instancia electoral su competencia, al solo efecto de fortalecer y utilizar los recursos materiales y humanos disponibles en dicho órgano especializado del Poder Judicial.


Los datos estadísticos arriba consignados por el momento no aconsejan la creación y funcionamiento de otro órgano más dentro del Poder Judicial. Se trata simplemente de aprovechar con mayor amplitud los recursos estatales disponibles actualmente, sin que ello implique mayor carga presupuestaria a la nación. Y ello es compatible también con la actual legislación vigente en España, y además responde a los antecedentes históricos de nuestro  Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala, sin olvidar que los litigios electorales reúnen también las  características propias de un contencioso administrativo, si bien de carácter especialísimo.


Por otra parte, no ha sido intención del autor presentar un proyecto de Código, sino una propuesta de regulación legal que actualice y modernice el proceso contencioso administrativo, dado el desorden legislativo imperante en la materia. Sin embargo, por sugerencias recibidas de la Comisión Nacional de Codificación, se ha optado darle el carácter de “CÓDIGO”, y no el de simple LEY, armonizando sus disposiciones en el Código Procesal Civil vigente, si bien con normativa peculiar, atendiendo a la autonomía legislativa, dogmática y didáctica del Derecho Administrativo y Tributario, incluso en su aspecto formal.

5- Materia de competencia del Fuero


Hoy, a la luz de las dispersas normas vigentes en materia contencioso  administrativa, la determinación de la competencia jurisdiccional aparece dudosa en ciertos asuntos, produciendo desconcierto y fallas contradictorios no solamente en el seno del propio Tribunal de Cuentas 1ra. Sala, sino incluso en las distintas áreas del Poder Judicial, como ser:

a) Ejecución o resolución de contratos administrativos.




Asimismo, la eventual acción de daños e intereses contra la Administración  Pública, con eventual acumulación subjetiva de pretensiones contra el Agente Público colocado como supuesto responsable del acto considerado lesivo.


Actualmente, por experiencias recogidas en el cargo judicial, la determinación de la competencia jurisdiccional aparece difusa, incierta, colocando en inseguridad jurídica a los litigantes, dado que si seguimos al Profesor Salvador Villagra Maffiodo, las contiendas derivadas de la ejecución del contrato pertenecería a la órbita del Tribunal de Cuentas, 1ra Sala, y la celebración y terminación o  rescisión, al fuero civil ordinario, sin advertir que en todos los supuestos mencionados 
siempre habrá un acto administrativo justificable únicamente ante la Justicia Contencioso–Administrativa.

b) Servidores Públicos en carácter de funcionarios o empleados públicos, contratados, reclutados y de hecho, cuya jurisdicción competente también genera controversias, por causa de las regulaciones jurídicas desordenadas, deficientes o insuficientes.


Repárese solamente en la actual Ley de la Función Pública, que 
contempla las  siguientes jurisdicciones: 1) Para funcionarios y empleados públicos, el contencioso administrativa; 2) Para contratados, el civil ordinario; 3) para auxiliares públicos, la Ley de la Función Pública omite indicación de la jurisdicción competente; 4) para funcionarios municipales y del gobierno departamental, el juzgado electoral; 5) Para convenios colectivos del sector público, el contencioso administrativo etc.


No se advirtió que la designación y terminación de las funciones de estos Agentes Públicos, siempre obedece a un acto administrativo ineludible, dado que la Administración Pública siempre expresa su voluntad mediante ello, y que los cuestionamientos respectivos deben ser juzgados por la Justicia Contencioso Administrativo.

c) Autarquías que operan como empresas prestadoras de servicios públicos monopolizados o no, cuyas cartas orgánicas determinan el reconocimiento de los beneficios del Código del Trabajo, pero omiten la referencia a la jurisdicción competente para dirimir las controversias respectivas. En este supuesto, las contiendas de competencia suscitadas entre el Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala con el fuero laboral son numerosas. La Corte Suprema de Justicia ya ha emitido reiterados fallos en el sentido de atribuir facultad para conocer y decidir la  cuestión de fondo a la Justicia Contencioso Administrativa. No obstante, los conflictos de igual carácter pueden continuar indefinidamente toda vez que no se propicien soluciones legales al respecto.

d) Ausencia de regulación expresa respecto del órgano jurisdiccional competente cuando el acto administrativo se origina en entidades privadas con funciones públicas delegadas, vacío legal que se pretende solucionar, para lo cual se ha incorporado lo dispuesto en la legislación española. Un ejemplo en nuestra realidad cotidiana es el caso de la empresa concesionaria del control del estacionamiento de los vehículos en las vías públicas municipales.

e) Se incorpora la Acción de Lesividad, que la doctrina y legislación española y argentina ya la tiene a práctica, y está reservada para la Administración Pública si pretende revocar sus propios actos anteriores que han conferido derechos adquiridos a los administrados, en cuyo supuesto se establece la limitación de que solamente puede hacerlo mediando acción judicial pertinente, cuando se trata de actos anulables o revocables, no así para las decisiones nulas o inexistentes, en cuyo supuesto si podrá hacerlo directamente, tal como lo consagra mayoritaria  doctrina vigente en la materia. El concepto de Acción de Levisidad está íntimamente relacionado con la seguridad jurídica, dado que el administrado no puede estar sometido a la “veleidades” de las circunstancias que la coyuntura política ofrece a los jerarcas de turno.

f) En lo relativo al resarcimiento económico por causa de expropiación pública, también se suscitan conflictos de competencia entre el fuero civil y el contencioso administrativo; tanto es así que indistintamente las demandas respectivas se  depositan en uno u otro, con la consiguiente carga de inseguridad jurídica. Ambas jurisdicciones se consideran competentes. Lo cierto es que debiera pertenecer al ámbito del contencioso administrativo, porque para la ejecución de la ley respectiva, especialmente en lo referente a la cuantificación de la indemnización, se producen actos administrativos. Se incorpora además la solución para el caso de consentimiento parcial respecto del monto de la indemnización, en cuyo caso el  interesado podrá aceptar lo reconocido administrativamente y pleitear solamente sobre el saldo pretendido, tal como lo dispone la legislación brasileña, que considero justa, dado que el costo probable del juicio puede disminuir considerablemente para el erario público, en caso de resultar perdidoso.

g) En asuntos relativos al derecho de propiedad industrial, o títulos de dominio de tierras públicas, fallos judiciales determinan que la anulación del título de  propiedad respectivo debe plantearse en sede civil, y la revocación del acto de concesión, ante el Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala. Este es otro caso de dispersión innecesaria de las competencias jurisdiccionales, siempre con el consabido resultado negativo para la seguridad jurídica del ciudadano, y al mismo tiempo, generando gastos administrativos innecesarios, que resulten siempre cuantiosos para las arcas públicas.

h) La idea sustentada en el proyecto es concretar en el fuero contencioso administrativo, a cargo de los jueces electorales de toda la república, TODOS LOS PLEITOS EN EL QUE SE INVOLUCRAN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, SEA COMO SUJETO ACTIVO, SEA COMO SUJETO PASIVO, de cuyas decisiones se podrá apelar ante el Tribunal de Cuentas 1ra. Sala, de tal suerte a  eliminar en lo posible, todos los conflictos de competencia jurisdiccional, que a la fecha abundan. Se pretende disminuir, en lo posible, la multiplicación innecesaria de los pleitos.


Este aspecto es el más delicado y ambicioso del trabajo y justifica la pretensión de la descentralización judicial en el área que nos ocupa, con lo cual se logrará desconcentrar y disminuir tareas de por si agobiantes de la justicia civil de primera instancia y de la propia Corte Suprema de Justicia. El Art. 265 de la actual Constitución Nacional desde luego ahora lo permite al encargar a la ley la “conformación y competencia” de la jurisdicción contencioso administrativo.

i) Si bien corresponde a la Ley de la Función Pública establecerlo, se ha optado incluir en el presente anteproyecto la propuesta de eliminación del sumario administrativo previo para despedir o sancionar al Agente Público ante la evidencia que arroja la experiencia judicial de que su tramitación no se realiza con  los rigores legales exigidos, constituyéndose en mera formalidad para justificar o apañar sanciones administrativas injustos. Además, el costo administrativo es enorme para el Erario Público, por el empleo de un ejército de recursos humanos, papeles, teléfono, energía eléctrica, etc. Esta tesis recibimos de la joven Abogada Sandra Rodríguez, que actualmente se desempeña como agente Fiscal en el Poder Judicial.

6- Integración de la ley


En lo que respecta a las normas proyectadas en el adjunto documento, se pretendió  insertar solamente regulaciones especificas que hacen a la especialidad del contencioso administrativo judicial, las que prevalecerán sobre las previstas expresamente en el Código Procesal Civil, y en todo lo no expresado en él, se aplicarán las dispuestas en ésta última.


Este criterio obedece al propósito de no generar más carga horaria en el sistema educacional universitario del país proveniente del hecho de tener que crear otra asignatura académica especifica para el curriculum del abogado. En la forma proyectada, se pretende simplemente adicionarlo en el contexto del Derecho Procesal Civil o del Derecho Procesal Administrativo, de tal suerte a permitir al educando y docente, al magistrado o al profesional, el conocimiento y aplicación correcta de tales especificas regulaciones que hacen a la autonomía dogmática, didáctica, legislativa y jurídica de las mencionadas disciplinas.


Por otra parte, es obvio también que en caso de silencio u oscuridad de la norma proyectada, se deben aplicar las regulaciones afines a la materia a resolver, entre ellas las disposiciones del propio Código Procesal Civil e incluso recurriendo a los Principios Generales del Derecho.

 7- Revocación intemporal de los actos administrativos


El proyecto consagra la posibilidad dada por la ley de que la autoridad administrativa pueda revocar en cualquier tiempo su decisión anterior, cuando se trata de mejorar la situación del afectado, norma está de carácter necesario atendiendo a la experiencia cotidiana en el que el jerarca se niega a ello bajo el pretexto de que el asunto está fuera de su competencia hacerlo “en razón de que la cuestión a resolver está en manos de la justicia”. Los principios de celeridad y economía procesal avalan la tesis expuesta. No obstante debe quedar claro que dicha norma propuesta estaría mejor ubicada en el respectivo CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS, el que a la fecha no existe, omisión que se desea subsanar con fines eminentemente prácticos.


En sentido inverso, si es para empeorar los derechos del administrado, la misma quedará obligado a emitir un nuevo acto administrativo fundado y ordenar a la Asesoría Jurídica la iniciación del respectivo juicio ante el fuero contencioso administrativo, para perseguir la  revocación del acto anterior. Esta regla  se instituye con el propósito de evitar la inseguridad jurídica en el administrado, dado que los actos administrativos deben estar rodeados de la  garantía de la estabilidad. Ha dicho un autor: “El ciudadano no puede estar pendiente de las  veleidades del jerarca de la Administración Pública”. Y en este punto, agrego que el Derecho no admite la “justicia por mano propia”.


Esto se relaciona con los actos administrativos anulables o revocables, porque si se trata de acto nulos o inexistentes, procederá de oficio decretarlo por la Autoridad Pública involucrada, partiendo de la base que tales vicios nunca pueden generar derechos. En todo caso, el afectado tendrá derecho a la revisión judicial correspondiente.

 8- Antecedentes Administrativos


El proyecto trata de solucionar el caso de la morosidad u omisión administrativa en la  remisión de los antecedentes administrativos, para lo cual sigue la solución  adoptada por el Código Contencioso Español, que considero la más apropiada.


En la practica, la reticencia administrativa de la autoridad carece de normativa expresa, obligando a soluciones pretorianas como ser la repetición de la intimación y eventual secuestro del expediente por el Actuario, solución que a veces genera tensiones


Por otra parte, se determina que el costo de provisión de copias de dichos antecedentes administrativos a cargo de la parte interesada, dado que el aumento extraordinario de las demandas ha generado cuantiosa erogación por el concepto, a la Administración Pública, costo no sufragado por el interesado y soportado por todos.

9- Legitimación Procesal


El proyecto resguarda el derecho de quienes pueden litigar, tratando de plasmar en ello todas las hipótesis posibles, detallándolas al solo efecto didáctico, como respuesta a la  experiencia cotidiana de que en ciertas áreas del Poder Público aún existe el criterio de que sus actos no son justiciables, citándose a simple ejemplo ilustrativo el caso de los actos  administrativos emanados del Poder Judicial (no confundir con actos  jurisdiccionales), o del Parlamento Nacional (no confundir con actos legislativos), que son ejercicios de la facultad de administrar el órgano, sin que ello implique invadir sus competencias de carácter propiamente constitucional. El despido de un  Agente al servicio de la Cámara de Senadores o del Poder Judicial sirve como ejemplo.

10- Plazos procesales


Se pretende la unificación de los plazos en los procesos para interponer y contestar la demanda, fijando igual término de veinte días para actor y demandado, en concordancia con lo  resuelto por el A.c. y Sent. N° 418/99 y otros posteriores, de la Corte Suprema de Justicia, que halló inconstitucional la discriminación de plazos fijados para una parte de la relación procesal (5, 10, 15 días para el ciudadano, 18 días para la Administración Pública).


Dicha unificación del plazo procesal resulta didácticamente positivo, permitiendo a todos, fácil establecerlo, de modo apriorístico, sin necesidad de recurrir previamente a la respectiva carta orgánica del órgano público involucrado o la dispersa legislación, que dicho sea de paso, expresa actualmente caótica regulación  normativa sobre el particular.


La experiencia recogida en la Magistratura del Tribunal de Cuentas 1ra Sala señala que el término de 18 días hábiles es razonable, dado que no se cuenta con antecedentes negativos sobre el particular, pero para facilitar aun más, el proyecto consagra directamente 20 días hábiles, para actores y demandados. En la Ley Española se contemplan 30 y 60 días, según el caso, y en la Argentina (que sirve de fuente al proyecto), 90 días. No se conoce de doctrina o jurisprudencia negativa a estos plazos tan extensos. Sin embargo, la pronta ejecutividad de los actos administrativos recomienda solución que contemple plazo más abreviado y es el motivo de la adopción de dicho término de 20 días hábiles.


La modernización del sistema global de comunicaciones, avala también lo expuesto.


Finalmente, la opción dada al administrado, para ciertas situaciones muy particulares (por ejemplo, ejecución de contratos, daños  e intereses, etc.), de agotar o no el tramite administrativo, tiene relación con el plazo de caducidad para presentar la demanda, pero resguarda el derecho del interesado, dentro del término de prescripción liberatoria, de promover nuevamente otra demanda, si la cuestión se suscito en Primera Instancia Judicial, en virtud de operar plenamente la regulación prevista en el Código Procesal Civil para perención de Primera Instancia, tal como se explicara en párrafos iniciales, al hacer referencia a la ubicación institucional del Tribunal de Cuentas, 1ra. Sala en la estructura del Poder Judicial.


En cambio, el plazo de 20 días será de caducidad plena para los demás supuestos de substanciación del pleito en Segunda Instancia Judicial (Tribunal de Cuentas, 1ra Sala). Dicha  diferenciación de trato procesal halla su explicación en la regulación expresa contenida en el Código Procesal Civil y en la necesidad de dar pronta ejecutividad a los actos administrativos.

11- Silencio Administrativo


El artículo 40 de la Constitución Nacional contiene la orden para que el Poder Legislativo establezca en toda Ley Procesal Administrativa, el plazo dentro del cual la Autoridad debe resolver un asunto sometido a su consideración y la consecuencia jurídica de su silencio prolongado.


El proyecto pretende resolver todos los inconvenientes posibles y se ha considerado pertinente incluirlo expresamente dentro de la ley, sin perjuicio que más tarde pueda ser recogido también en un Código de Procedimientos Administrativos.


La redacción propuesta surge de la experiencia y se aparta notoriamente de las soluciones contenidas en la ley española y argentina que seguimos.


En este sentido se distingue entre resolución ficta positiva y negativa. En el primer caso, se restringe su establecimiento a la existencia de norma legal expresa que lo autorice, prohibiéndose su uso en la hipótesis de comprometer el orden público. 
En el segundo supuesto, se contemplan tres situaciones posibles, con el tratamiento correlativo a cada caso.


Un detalle muy importante, en esta ultima parte, lo constituye la norma que obliga a la Administración NOTIFICAR EXPRESAMENTE toda decisión expresa o FICTA, cuando ello trae aparejado gravamen irreparable para el ciudadano, para que exista certeza del momento a partir del cual se podrán computar los plazos en el proceso a los efectos de interponer recursos administrativos o judiciales. Porque la experiencia profesional y judicial exponen casos de extrema injusticia por causa de la literal aplicación de la resolución denegatoria ficta (ejemplos: persona no involucrada en el hecho imponible, es decir, que no es sujeto obligado POR LA LEY para  hacerlo, o el caso de quien tiene derecho a la jubilación por haber reunido los requisitos de años de aporte, servicios y edad, los pierde). Ese requisito de la notificación expresa pretende solucionar de algún modo la rígida consecuencia contenida en el expresado Art. 40 de la Constitución Nacional, que considera automáticamente denegada la petición, una vez transcurrido le plazo contenido en la ley.


Con la solución apuntada se protegen los derechos ciudadanos dándole mayor seguridad jurídica.

 12- Procedimientos Sumario


El proyecto incorpora un novedoso procedimiento, que sin mengua alguno de los principios y de las garantías procesales constitucionalizadas, pretende dar una rápida respuesta judicial a aquellos asuntos que más la necesitan y en los que se prevé un trámite procesal simple, breve, sencillo, con un debate más directo y abreviado entre las partes y con intervención rápida y eficaz del juez, que va a permitir que los asuntos de menor cuantía en esta Jurisdicción no se acumulen y colapsen los órganos judiciales.


La norma proyectada aclara expresamente cuales son los asuntos a ser tramitados por esta vía, quedando excluidos los demás supuestos no contemplados expresamente, como sería por ejemplo la acumulación de causas tributarias con las respectivas sanciones.


Este procedimiento sumario es el mismo contemplado en el Código Procesal, con ligeras modificaciones incorporadas por las peculiaridades propias del Contencioso Administrativo, y se considera de mejor reducción que aquellas contenidas en dicho cuerpo normativo, apartándose también de la regulación contenida en el Código Contencioso Español, ya mencionado.

13- Materiales excluidos de la competencia


El proyecto trata de resumir los asuntos excluidos de la competencia del órgano.


Podrá discreparse acerca de su redacción, pero se ha pretendido proteger solamente la discrecionalidad constitucional en la materia, sin dejar de señalar que el autor de este proyecto adhiere a la tesis contenida en el Código Contencioso Colombiano, en que los Actos Políticos e institucionales a veces encierran eufemismos sin contenido material, los que generalmente disfrazan grave abuso o desvío del ejercicio del poder discrecional, motivo por el cual no se impide el acceso a la Justicia para el examen correspondiente, quedando a cargo del juzgador evaluarlo y juzgarlo, según el caso.


Igualmente, en esta parte, se consagran dos nuevos institutos jurídicos:

a)  Que el ACTOR, y no el demandado, al plantear la demanda pueda acumular a su pretensión la alegación de la eventual inconstitucionalidad de la ley o norma a ser aplicada por el juzgador, con el cual, antes de dictar sentencia definitiva, el juez o Tribunal pueda decidir conforme a Derecho, economizando procedimientos. El trámite será el de la Excepción, que una vez resuelta por la Corte Suprema de Justicia, permitirá fallar en definitiva, se dirá que la propuesta es atípica, pero lo cierto es que tal procedimiento desde luego tiene su práctica reiterada en actuaciones ventiladas ante el Tribunal de Cuentas 1ra Sala, con positivos efectos jurídicos para la adecuada resolución legal de los casos, procedimiento desde luego autorizado por el Código Procesal Civil (Art. 18 y 538,según párrafo).

b) La facultad otorgada por la ley al juzgador para consultar con el mismo fin anteriormente citado, tiene propósito, y se sustenta en el artículo 18 del Código Procesal Civil actual, y del cual cotidianamente se sirve el Tribunal de Cuentas  1ra. Sala. En este supuesto, la Corte Suprema de Justicia le imprime el trámite de las Excepciones.

14- Agotamiento  de la Vía Administrativa


El proyecto diseña las distintas hipótesis posibles para configurar el agotamiento requerido.


Por su parte, se regulan situaciones especiales que escapan a la regla general del agotamiento previo, como son los supuestos de demanda ordinaria de resarcimiento por daños e intereses, o de la fijación del justo precio en la expropiación.

 15- Rechazo in limine


En cuanto al rechazo in limine, se a consignado ejemplificativamente los supuestos más probables de no admisión de la demanda, siguiendo el modelo español, y en el que se advierten la importante innovación de que debe examinarse el caso a pedido del afectado, partiendo de la doctrina que en un estado de derecho las partes del proceso son iguales ante la ley, eliminando la facultad del juzgador de suplir la falta de invocación del defecto por la parte accionada, la Ley 1462/35 no contiene norma expresa que autorice a rechazar de oficio la demanda, pero así esta procediendo.

16- La duda


El proyecto privilegia la duda en favor de la admisión y tramite de la demanda, propuesta omitida en los Códigos consultados, pero que el Tribunal de Cuentas 1ra. Sala lo viene aplicando ordinariamente.

17- Solve et repete


En el capitulo referente a las medidas precautorias se instituye la posibilidad de que la Administración Pública pueda acceder a medidas precautorias, incluso en los casos tributarios (en este último supuesto se excluye de dicha posibilidad cuando el sujeto obligado cuestiona la configuración misma el Hecho Imponible), todo lo cual no implica la consagración del SOLVE ET REPETE, porque este último no se puede confundir con medida precautoria alguna. Sirve  solamente para IMPEDIR EL LIBRE ACCESO A LA JUSTICIA, lo cual es inconstitucional. Una vez ingresado libremente en el Poder Judicial, por que la Administración Pública demandada no puede tener el mismo derecho que el demandante. En este sentido se introduce variante respecto de lo dispuesto en los artículos 234 y 235 de la Ley 125/92 de Reforma Tributaria.


Lo dispuesto no impide el libre acceso a la Justicia, como lo quiere la Constitución Nacional y el Art. 8° del Pacto de San José de Costa Rica, dado que funciona recién después de “trabada la litis” y operará toda vez que existan indicios serios, precisos y concordantes acerca de la regularidad de la presunción relativa de legitimidad del acto administrativo.


La solución propuesta no puede ser considerada como un caso de “solve et repete”, porque en este se exige el “pago previo”, y en cambio, en el proyecto se sugiere algún tipo de garantía a ser establecida por el juzgado, según las circunstancias del caso, es decir, se podrá exigir caución del fiel cumplimiento del reclamo, para el supuesto de la eventual improcedencia de la demanda.


Según la Ley N° 125/92, se tiene eliminado el solve et repete y ello lleva a otro extremo no deseado, que incluso desde el inicio quien carece de razón se beneficia con él, porque le permite diferir indefinidamente el cumplimiento de su deber legal de tributar.


La prohibición de otorgar medidas precautorias cuando se trata de la duda si se configuró o no el Hecho Imponible, o para el supuesto de no existir vinculación jurídica entre el hecho generador de la obligación tributaria y el sujeto reclamado, es lógica y además prudente.


Por fin, la solución propuesta se adecua al concepto genuino del Estado de Derecho, en el que las partes de la relación jurídica tributaria están igualados ante la ley. La supresión del Solve et repete regulariza la compatibilidad con la norma constitucional relativa a la igualdad de las partes dentro del proceso, y además, armoniza con la exigencia del Art. 8° del Pacto de San José de Costa Rica, porque no se obstaculiza el libre acceso a la justicia.


Pero dentro de ella, es el juez o tribunal quien determina la procedencia de la medida cautelar, según los méritos alegados por el interesado.


El documento de referencia pretende superar la situación de inseguridad jurídica del administrado.


Por las razones y fundamentos expuestos elevamos a consideración del Honorable Congreso Nacional el Proyecto del Código Procesal Contencioso Administrativo y solicitamos su estudio y aprobación.


Dios guarde a Vuestra Honorabilidad


Luis Ángel González Macchi; Presidente de la República del Paraguay. Silvio Ferreira Fernández; Ministro de Justicia y Trabajo.

A Su Excelencia

Juan Roque Galeano

Presidente del Honorable Congreso Nacional

Palacio Legislativo

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional; y a la de Legislación, Codificación , Justicia y Trabajo.

SECRETARIO GENERAL: II.A.4. Presidencia de la República. Asunción, 7 de noviembre de 2001. N° 596. Honorable Congreso Nacional: En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 202, inciso 9 de la Constitución de la República del Paraguay, el Poder Ejecutivo tiene la honra de someter a consideración de Vuestra Honorabilidad para su aprobación, el “Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos destinados a Abolir la Pena de Muerte”, aprobado y proclamado por la Asamblea General de la Organización de la Naciones Unidas en Nueva York, en su Resolución 44/128 del 15 de diciembre de 1989.


Este Segundo Protocolo Facultativo trata sobre la abolición de la Pena de Muerte, en seguimiento del artículo 3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, aprobado el 10 de diciembre de 1948, y del artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado el 16 de diciembre de 1966, y ratificado por nuestro país. 


El fundamental fin consagrado en este Segundo Protocolo Facultativo, es el de garantizar que ningún. Estado Parte ejecutara a ninguna persona sometida a la jurisdicción de su territorio y que cada uno de los Estados Partes adoptará todas las medidas necesarias para aboliar la pena de muerte en su jurisdicción.


Cabe destacar que la pena capital está abolida en la de legislación paraguaya en virtud de la Constitución Nacional de 1992. Asimismo, numerosos instrumentos internacionales vigentes en nuestro país, tales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos, aprobado por Ley N° 1/89, el Protocolo Facultativo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos para Abolir de Muerte, aprobado por Ley N° 1557/00, establecen la misma prohibición para aplicar la pena de muerte en territorio paraguayo.


Por lo expuesto, así como por las razones que Vuestra Honorabilidad podrá apreciar en el texto del Protocolo Facultativo que se adjunta, el Poder Ejecutivo os solicita su aprobación.


Dios guarde a Vuestra Honorabilidad.


Luis Ángel González Macchi; Presidente de la República del Paraguay. José Antonio Moreno Rufinelli; Ministro de Relaciones Exteriores.

A Su Excelencia

Don Juan Roque Roque Galeano

Presidente del Honorable Congreso Nacional

Palacio Legislativo

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo; a la de Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales; y a la de Derechos Humanos.

SECRETARIO GENERAL: II.A.5. Presidencia de la República. Asunción, 7 de noviembre de 2001. Nº 597. Honorable Congreso Nacional: En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 202, inciso 9 de la Constitución Nacional de la República del Paraguay, el Poder Ejecutivo tiene la honra de someter a consideración de Vuestra Honorabilidad, para su aprobación, la “Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad”, aprobado y suscrita por nuestro país, en la primera sesión plenaria de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, celebrada en la ciudad de Guatemala el 7 de junio de 1999.


Entre los fines consagrados en esta Convención, se propone eliminar la discriminación, en todas sus formas y manifestaciones, contra las personas con discapacidad, reconociendo que la misma puede dar origen a situaciones de discriminación , por lo que resulta necesario propiciar el desarrollo de acción y medidas que permitan mejorar sustancialmente la situación de las personas discapacitadas.


Se define el término “discapacidad” como una  deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria. Puede ser causada o agravada por el entorno económico y social; y “discriminación contra las personas con discapacidad” como toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de lo anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o el propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos y libertades fundamentales.


Asimismo, la Convención llama a los Estados a cooperar entre si y a adoptar las medidas de carácter legislativo, social , educativo, laboral o de cualquier otra índole necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad.


Para dar seguimiento a los compromisos de la Convención esta crea un comité para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, el cual será integrado por un representante designado por cada Estado Parte.


Es de especial interés resaltar que la presente Convención recomienda a los Estados la promoción en la medida en que sea compatible con sus respectivas legislaciones nacionales, de la participación de representantes de organizaciones de personas con discapacidad, organizaciones no gubernamentales que trabajan en este campo o, si no existieren dichas organizaciones, personas con discapacidad, en la elaboración, ejecución y evaluación de medidas y políticas para aplicar la presente Convención; y que los Estados Parte establezcan canales de comunicación eficaces que permitan difundir entre las organizaciones públicas y privadas que trabajan con las personas con discapacidad, los avances normativos y jurídicos que se logren para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad.


Por lo expuesto, así como por las razones que Vuestra Honorabilidad podrá apreciar en el texto de la Convención Interamericana que se adjunta, el Poder Ejecutivo os solicita su aprobación.


Dios guarde a Vuestra Honorabilidad.


Luis Ángel González Macchi; Presidente de la República del Paraguay. José Antonio Moreno Rufinelli; Ministro de Relaciones Exteriores.

A Su Excelencia

Don Juan Roque Roque Galeano

Presidente del Honorable Congreso Nacional

Palacio Legislativo

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales; a la de Derechos Humanos; y a la de Equidad, Genero y Desarrollo Social.

SECRETARIO GENERAL: II.A.6. Asunción, 7 de noviembre de 2001. N° 598. Honorable Congreso Nacional: En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 202, inciso 9 de la Constitución Nacional de la República del Paraguay, el Poder Ejecutivo tiene a honra someter a consideración de Vuestra Honorabilidad, para su aprobación, el “Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República del Paraguay y el Gobierno de la República del Perú”, suscrito en Lima, República del Perú, el 6 de julio del año en curso.


El citado Acuerdo, tiene como objetivo principal, favorecer al desarrollo del transporte aéreo entre ambos países, atendiendo a principios y disposiciones del Acuerdo sobre Aviación Civil Internacional, adoptado en Chicago el 7 de diciembre de 1944 y ratificado por Ley N° 10.818 del 12 de noviembre de 1945.


Entre dichas disposiciones, se destaca la posibilidad de la prestación de servicios sobre la base de la igualdad de oportunidades y de la reciprocidad, para lo cual ambos Estados se conceden los siguientes derechos, entre otros: Sobrevolar el territorio de la otra parte Contratante, sin aterrizar en el mismo; realizar escalas para fines no comerciales en el territorio de la otra parte Contratante; y hacer escala en el territorio de la otra Parte Contratante, en los puntos determinados en las rutas especificadas en el anexo, con el propósito de explotar de transporte aéreo internacional.


Cabe destacar sin embargo que, el Acuerdo de referencia, no otorga a las líneas aéreas de la Contraparte el derecho de cabotaje, es decir, el derecho de embarcar en el territorio de una de las Partes Contratantes con destino a otro punto dentro del territorio de esa misma Parte Contratante pasajeros, equipaje, carga y/o correo.


Asimismo, este Acuerdo cuenta con un Anexo que forma parte integral del mismo.


El Acuerdo entrará en vigor en la fecha de la última notificación por la cual las Partes Contratantes se comuniquen el cumplimiento de sus requisitos internos para tal efecto.


Por lo expuesto, así como por las razones que Vuestra Honorabilidad podrá apreciar en el texto que se adjunta, el Poder Ejecutivo os solicita su aprobación.


Dios guarde a Vuestra Honorabilidad.


Luis Ángel González Macchi; Presidente de la República del Paraguay. José Antonio Moreno Rufinelli; Ministro de Relaciones Exteriores.

A Su Excelencia

Don Juan Roque Roque Galeano, Presidente 

Honorable Congreso Nacional

Palacio Legislativo

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo; a la de Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales; y a la de Obras Públicas y Comunicaciones.

SECRETARIO GENERAL: II.A.7. Presidencia de la República. Asunción, 8 de noviembre de 2001. N° 599. Honorable Cámara de Senadores: Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Honorabilidad, con el objeto de solicitar el Acuerdo Constitucional de rigor, conforme a lo previsto en los artículos 224° Numeral 2, y 238° Numeral 9 de la Constitución Nacional y las disposiciones del artículo 113° de la Ley 222/93 Orgánica de la Policía Nacional, para conferir el grado inmediato superior de COMISARIO PRINCIPAL, con base a las recomendaciones del Tribunal Superior de Calificaciones de Servicio para Oficiales, reunidos en sesión ordinaria convocada y conformado de acuerdo al artículo 156 de la Ley 222/93 Orgánica de la Policía Nacional, según consta en Acta N° 2/2001 a los siguientes. 

 
A Comisario Principal:

1-  Comisario Art. 106 DEJAP:  Fulgencio Morel Chamorro

2-  Comisario Art. 106 DEJAP:  Pedro Méndez Franco

3-  Comisario Art. 106 DEJAP: Wilfrido Méndez Ocampos 

4-  Comisario Art. 106 DEJAP:  Rosendo Ibarra Enciso 

5-  Comisario Art. 106 DEJAP: José Deogracio Velázquez Cáceres

6-  Comisario Art. 106 DEJAP: Luis Bernardo Martínez Martínez

7-  Comisario Art. 106 DEJAP: Hugo Ramón Ojeda Cardozo

8-  Comisario Art. 106 DEJAP: Cayo Núñez Agüero

9-  Comisario Art. 106 DEJAP: Esteban Giménez Zacarías 

10- Comisario Art. 106 DEJAP: Tomás Villalba Escobar 

11- Comisario Art. 106 DEJAP: Pedro Leandro Gómez Rojas 

12- Comisario Art. 106 DEJAP: Cristino Torres Britez

13- Comisario Art. 106 DEJAP: Alvaro Ramón Ramírez Penayo

14- Comisario Art. 106 DEJAP: Víctor Duré Pintos 

15- Comisario Art. 106 DEJAP: Hipólito Duarte Torales 

16- Comisario Art. 106 DEJAP: Fermín Valenzuela Bado 

17- Comisario Art. 106 DEJAP: Agustín Molinas Cabañas 

18- Comisario Art. 106 DEJAP: Lorenzo Díaz Martínez 

19- Comisario Art. 106 DEJAP: Guillermo Pico Urdapilleta 

20- Comisario Art. 106 DEJAP: Hugo Roberto Vera Ibarra 

21- Comisario Art. 106 DEJAP: Félix Vergara Santacruz 

22- Comisario Art. 106 DEJAP: Amada Zelayo 

23- Comisario Art. 106 DEJAP: Rolando Arsenio Benítez Romero 

24- Comisario Art. 106 DEJAP: Hugo Alberto Báez Ramírez

25- Comisario Art. 106 DEJAP: Silvino Aguilera Acuña 

26- Comisario Art. 106 DEJAP: Fermín Ramón Fretes Rojas 

27- Comisario Art. 106 DEJAP: Evaristo Brites Torales 

28- Comisario Art. 106 DEJAP: Pedro  Adolfo Hermosilla Britez

29- Comisario Art. 106 DEJAP: Fidel Benítez Cáceres 

30- Comisario Art. 106 DEJAP: Alejo Darío Zarate Greco 

31- Comisario Art. 106 DEJAP: Toribio Narciso Acosta Gray

32- Comisario Art. 106 DEJAP: Valerio Bogado Cristaldo 

33- Comisario DEJAP
       : Rodolfo Valentino Paredes Bordón 

34- Comisario Art. 106 DEJAP: María Adoración Ferreira de Insfran 

35- Comisario Art. 106 DEJAP: Santiago Pedro Villamayor Ghiringhellli

36- Comisario Art. 106 DEJAP: Ezequiel Antonio Gómez Ocampos 

37- Comisario Art. 106 DEJAP: Eulogia Ramona  López Leiva 

38- Comisario Art. 106 DEJAP: Modesto Napoleón Segovia Boltes 

39- Comisario Art. 106 DEJAP: Lucia Nicolása Arce de Cabral 

40- Comisario Art. 106 DEJAP: María Teresa Ferreira Maldonado

41- Comisario Art. 106 DEJAP: Olga Alcira Vaccaro de Schreiber 

42- Comisario Art. 106 DEJAP: Corina Adelaida Giubi de Flores

43- Comisario Art. 106 DEJAP: José Nicolás Lezcano Arias 

44- Comisario Art. 106 DEJAP: Teresa Ibarrola de Santacruz

45- Comisario Art. 106 DEJAP: María Teresa Stark Acosta.


Dios guarde a Vuestra Honorabilidad. 


Luis Ángel González Macchi; Presidente de la República del Paraguay. Julio César Fanego; Ministro del Interior.

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional.

SECRETARIO GENERAL: II.A.8. Presidencia de la República. N° 600. Honorable Cámara de Senadores: Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Honorabilidad, con el objeto de solicitar el Acuerdo Constitucional de rigor, conforme a lo previsto en los artículos 224° Numeral 2, y 238° Numeral 9 de la Constitución Nacional y las disposiciones del artículo 114° de la Ley 222/93 Orgánica de la Policía Nacional, para conferir el grado inmediato superior de COMISARIO INSPECTOR Y COMISARIO GENERAL DIRECTOR, con base a las recomendaciones del Tribunal Superior de Calificaciones de Servicio para Oficiales, reunidos en sesión ordinaria, convocado y conformado de acuerdo al artículo 156 dela Ley 222/93 Orgánica de la Policía Nacional, según consta en Acta N° 2/2001 a los siguientes:


A Comisario General Director: 

1- Comisario General Inspector Art. 106 Carlos Fidel Alsina Palacio

2- Comisario General Inspector Art. 106 Dionisio Noldín Velázquez

3- Comisario General Inspector Art. 106 Miguel Ángel Ortigoza López

4- Comisario General Inspector Art. 106 Sixto Mauro Ramírez Vega 

5- Comisario General Inspector Art. 106 Andrés César Núñez Servín 


A Comisario General Inspector 

1. Comisario Principal Art. 106 DAEP Carlos Antonio Riveros Morínigo

2. Comisario Principal Art. 106 DAEP Raimundo Báez  Godoy 

3. Comisario Principal Art. 106 DAEP Pablo Augusto Marín Ibarra 

4. Comisario Principal Art. 106 DAEP Rubén Denis Gómez

5. Comisario Principal Art. 106 DAEP. Franco Ferreira Rodríguez

6. Comisario Principal Art. 106 DAEP. Bernardo Noldin Romero

7. Comisario Principal Art. 106 DAEP. Wildo Rosalino Acosta Araujo

8. Comisario Principal Art. 106 DAEP  Juan Umberto Núnez Agüero

Dios guarde a Vuestra Honorabilidad

Luis Ángel González Macchi; Presidente de la República del Paraguay. Julio César Fanego; Ministro del Interior 

A Su Excelencia 

Juan Roque Galeano

Presidente de la Honorable Cámara de Senadores 

Palacio Legislativo 

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional.

MENSAJES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 

SECRETARIO GENERAL: II.B.1. Asunción, 9 de noviembre de 2001. M.H.C.D. N° 827. Señor Presidente: Tenemos a bien dirigirnos a Vuestra Honorabilidad, y por su intermedio a la Honorable Cámara de Senadores, de conformidad al artículo 207 de la constitución Nacional, a objeto de someter a consideración de ese alto Cuerpo Legislativo el proyecto de Ley “DE ARBITRAJE Y MEDIACIÓN”,  remitido por la misma con Mensaje N° 835/2001 y aprobado con modificaciones por la H. Cámara de Diputados en sesión ordinaria de fecha 1 de noviembre de 2001.


Aprovechamos la oportunidad para saludar a Vuestra Honorabilidad muy atentamente.


Mirian Graciela Alfonzo González Vice- Presidente 1º en  Ejercicio de la H. Cámara de Diputados . Fabio Pedro Gutiérrez Acosta. Secretario Parlamentario.

AL 

HONORABLE SEÑOR

DR. JUAN ROQUE GALEANO VILLABA

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE SENADORES

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Asuntos Constitucionales y defensa Nacional; a la de Legislación, Codificación, Justicia  y Trabajo y a la de Equidad, Género y Desarrollo Social.

SECRETARIO GENERAL: II.B.2. Asunción, 9 de noviembre de 2001. M.H.C.D. N° 829. Señor Presidente: Tenemos a bien dirigirnos a Vuestra Honorabilidad, y por su intermedio a la Honorable Cámara de Senadores, de conformidad al artículo 204 de la constitución Nacional, a objeto de someter a consideración de ese alto Cuerpo Legislativo el proyecto de Ley “DE ARMAS Y MUNICIONES Y EXPLOSIVOS”, presentado por varios Diputados Nacionales y aprobado por la Honorable Cámara de Diputados en sesión ordinaria de fecha 1 de noviembre del presente año 


Hacemos propicia la ocasión para saludar a Vuestra Honorabilidad muy atentamente.


Mirian Graciela Alfonzo González Vicepresidente Primero en  Ejercicio de la H. Cámara de Diputados. Fabio Pedro Gutiérrez Acosta. Secretario Parlamentario.

AL 

HONORABLE SEÑOR

DR. JUAN ROQUE GALEANO VILLABA

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE SENADORES

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional; y a la de Legislación, Codificación, Justicia  y Trabajo.

SECRETARIO GENERAL: II.B.3. Asunción, 9 de noviembre de 2001. M.H.C.D. N° 830. Señor Presidente: Tenemos a bien dirigirnos a Vuestra Honorabilidad, y por su intermedio a la Honorable Cámara de Senadores, a objeto de remitir adjunto la Resolución H. Cámara de Diputados N° 810 “QUE APRUEBA EL INFORME Y DICTAMEN  DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y EL INFORME DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA”, aprobada por la Honorable Cámara de Diputados en sesión extraordinaria de fecha 7 de noviembre del presente año, de conformidad a los artículos 282 de la Constitución Nacional y 70 último párrafo de la Ley N° 1535/99 


Hacemos propicia la ocasión para saludar a Vuestra Honorabilidad muy atentamente.


Mirian Graciela Alfonzo González; Vicepresidente Primero en  Ejercicio de la H. Cámara de Diputados. Fabio Pedro Gutiérrez Acosta; Secretario Parlamentario.

AL 

HONORABLE SEÑOR

DR. JUAN ROQUE GALEANO VILLABA

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE SENADORES

SEÑOR PRESIDENTE:  Pasa a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas.

PRESENTACIONES DE SENADORES

SECRETARIO GENERAL: II.C.1. Asunción, 12 de noviembre de 2001. SEÑOR PROF. DR. JUAN ROQUE GALEANO, PRESIDENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE SENADORES. PRESENTE. Tenemos el agrado de dirigirnos a V.E., con el objeto de presentar el proyecto de Ley “QUE MODIFICA LA LEY N° 1615/2000 GENERAL DE REORGANIZACIÓN Y TRASNFORMACIÓN DE ENTIDADES PÚBLICAS DESCENTRALIZADAS Y DE REFORMA Y  MODERNIZACIÓN DE ORGANISMOS  DE LA ADMINISTRACION CENTRAL”.


Es de conocimiento público las dificultades que se presentan en el proceso de transformación de las empresas públicas, creando las mismas una serie de dudas, la que amerita la necesidad de las modificación de la presente ley que pueda otorgar al Poder Legislativo la facultad real de ejercer una fiscalización responsable sobre dicho proceso.


Cabe resaltar el informe de la Contraloría General de la República donde menciona una serie de anormalidades,  que fundamentan el control y la posibilidad de la revisión del proceso.


Aprovechamos esta oportunidad para presentarles nuestros cordiales saludos.

Luis Talavera Alegre, Juan Carlos Ramírez Montalbetti, Benigno Perrotta, Ada Solalinde de Romero; Senadores de la Nación.

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa  a las Comisiones de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional; y  a la de Legislación, Codificación, Justicia  y Trabajo.

SECRETARIO GENERAL: II.C.2. Asunción, 7 de noviembre de 2001. Señor Prof. Dr. JUAN ROQUE GALEANO, Presidente. Honorable Cámara de Senadores. PRESENTE. Me es grato dirigirme a Ud. y por su digno intermedio a los señores Senadores, miembros de este alto Cuerpo Legislativo con el objeto de someter a consideración el adjunto proyecto de Ley “QUE CONCEDE PENSIÓN GRACIABLE A FAVOR DEL SEÑOR RAUDELIO IRENEO OJEDAD AQUINO”.


La solicitud de referencia tiene el objeto, cumplir con un ciudadano a carta cabal que ha cumplido con la patria y con su pueblo en los  peores momentos de su vida como músico del folklore paraguayo, y así defender la Música Paraguaya, se ha impuesto como meta y sus ideales como hijo de esta patria, era un bohemio que transitaba por el mundo de la música ya sea en su patria querida como en el extranjero, por nombrar uno de ellos, en la Radio Clube de Merilia S.A. de la ciudad de  Merilia Brasil, de fecha 24 de enero de 1950 y otros países más que ha recorrido durante todo el año en que podía ofrecer todavía su arte como músico, y de esta manera llevar adelante nuestra Música por todo el mundo, en estos momento de su vida esta padeciendo una enfermedad cardiovascular cuyo diagnóstico nos es nada alentador (ver  diagnóstico del hospital Francés de nuestra capital).


Esta solicitud de Pensión Graciable de referencia para el señor RAUDELIO IRENEO OJEDA DAQUINO, es para permitirle afrontar los últimos años de su vida con decoro y honradez que se merece, en reconocimiento a la labor desempeñado como Embajador de la Música Paraguaya en todo el mundo.


Sin otro motivo aprovecho la ocasión para saludarle atentamente.


Julio Rolando Elizeche; Senador de la  Nación.

SEÑOR PRESIDENTE:  Pasa a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas.

SECRETARIO GENERAL: II.C.3. Asunción, 8 de noviembre de 2001. Excmo. Presidente de la Honorable Cámara de Senadores. Dr. Juan Roque Galeano V. Presente. Tengo a bien de dirigirme al señor Presidente y a los demás miembros de la Honorable Cámara de Senadores con el objeto de solicitar  permiso para dejar de asistir a la sesiones del Senado y reuniones  de comisiones de las cuales soy miembro, entre los días 13 al 15 de noviembre del presente año en curso por razones  particulares.


Sin otro motivo, hago propicia la oportunidad para saludarlo con mi más distinguida consideración.


Pedro Pablo Ovelar; Senador de la Nación 

SEÑOR PRESIDENTE:  Se toma nota.

SECRETARIO GENERAL: II.C.4. Asunción, 8 de noviembre de 2001. Señor Presidente de la Honorable Cámara de Senadores Prof. Dr. Juan Roque Galeano. Presente. Tengo a bien dirigirme a usted a fin de comunicar que dejaré de  asistir a las sesiones  de la Cámara de Senadores, así como a las reuniones de las comisiones del 10 al 17 de noviembre del corriente, con motivo de asistir a la reunión de la Comisión Conjunta del Mercosur y la comunidad Europea.


Hago propicia la ocasión para renovar las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.


Raúl Ayala Diarte; Senador de la Nación 

SEÑOR PRESIDENTE:  Se toma nota.

SECRETARIO GENERAL: II.C.5. Asunción, 5 de noviembre de 2001. Señor PROF. 

DR. JUAN ROQUE GALEANO. Presidente de la Honorable Cámara de Senadores  Presente. De nuestra consideración: Tenemos el agrado de dirigirnos a Vuestra Honorabilidad, a los efectos de presentarle el resultado de la Consultoría sobre Equidad y Presupuesto General de la Nación, realizada a pedido de la Comisión de Equidad, Género y Desarrollo Social, con el apoyo del fondo de Población de las Naciones Unidas.


El material en cuestión fue elaborado con la intensión de contribuir al estudio parlamentario del Presupuesto General de la Nación para el ejercicio fiscal del año 2002, el mismo contiene lineamientos y sugerencias concretas para que el presupuesto sea instrumento efectivo para alcanzar las metas de  desarrollo social, justicia y equidad.


Sin otro particular, en la seguridad de que este aporte habrá de ser tenido en cuenta, aprovechamos la ocasión para saludarlo.


Atentamente.


Ilda Mayeregger; Presidenta. Ada Solalinde de Romero; Vicepresidenta. Alicia Jové Dávalos; Relatora. Ramona Valiente de Grisetti; Miembro. Luis Guanes Gondra, Juan Milciades Cazal; Miembro.

SEÑOR PRESIDENTE:  Se toma nota.

PRESENTACIONES OFICIALES 

SECRETARIO GENERAL: II.D.1. Contraloría General de la República. Asunción, 07 de noviembre de 2001. CGR. N° 4887 Ref. Resolución C.G.R. 4887 Ref. Resolución C.G.R. N° 0159/01. Municipalidad de Santa María Fe. Señor Presidente. Tengo el agrado de dirigirme a Vuestra Excelencia a efectos de remitir el informe Final  resultante de la Resolución CGR. N° 0159/01 “POR LA QUE DISPONE LA REALIZACIÓN DE UN EXAMEN ESPECIAL EN LA MUNICIPALIDAD DE SANTA MARÍA FE (DEPARTAMENTO DE MISIONES), A LA EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA DE LOS EJERCICIOS FISCALES 1999 Y 2000, SIN PERJUICIO A LA AMPLIACIÓN DEL MISMO A OTROS PERÍODOS, CONFORME AL DESARROLLO DE LOS TRABAJOS”, para su conocimiento y efectos correspondientes.


La evaluación emitida en el presente informe es el resultado del análisis de los documentos proveídos a los auditores para su estudio, los cuales constituyen exclusiva responsabilidad de los funcionarios de la Municipalidad auditora.


Sin otro particular, hago propicia la ocasión para saludar a Vuestra Excelencia con distinguida consideración.


Francisco Javier Galiano M.; Contralor General de la República. Romina Palacios; Titular  Secretaria General.

Al 

Dr. Juan Roque Galeano, Presidente

Honorable Cámara de Senadores

Poder Legislativo

E.S.D.

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas. 

SECRETARIO GENERAL: II.D.2.  Contraloría General de la República. Asunción, 07 de noviembre de 2001. CGR. N° 4892 Ref. Informe Examen Especial – Municipalidad de Presidente Franco- (Alto Paraná) – Año 1997. Señor Presidente. Me dirijo al Señor Presidente a los efectos de remitir adjunto el Informe del Examen Especial realizado a la Ejecución Presupuestaria del Ejercicio Fiscal 1997 de la MUNICIPALIDAD DE PRESIDENTE FRANCO – Alto Paraná, dispuesto por Resolución  CGR. N° 595 del 04 de agosto de 1999.


La evaluación emitida en el presente Informe del Examen Especial es el resultado del análisis de los documentos proveídos a los Auditores para su estudio, los cuales son de exclusiva responsabilidad de los funcionarios de la Municipalidad de  Presidente Franco – Alto Paraná, que intervinieron en la ejecución y formalización de las operaciones examinadas.


Sin otro particular, hago propicia la ocasión para saludar al señor Presidente muy atentamente.


Francisco Javier Galiano M.; Contralor General de la República. Romina Palacios; Titular  Secretaria General.

Al 

Dr. Juan Roque Galeano, Presidente

Honorable Cámara de Senadores

Poder Legislativo

E.S.D.

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas. 

SECRETARIO GENERAL: II.D.3. Contraloría General de la República. Asunción, 09 de noviembre de 2001. CGR. N° 4917 Ref. Examen Especial Resolución C.G.R. N° 447/1998. Señor Presidente. Me dirijo a Vuestra Excelencia, a los efectos de remitir adjunto el Informe del Examen Final  realizado al Ministerio de Agricultura y Ganadería a los  rubros del Ejercicio Fiscal 1997 y primer cuatrimestre del ejercicio fiscal 1998, dispuesto por Resolución CGR N° 447 del 29/05/1998 y a través de la misma ampliándose el alcance de los trabajos  al área de la Dirección del Servicio Forestal  Nacional.


La evaluación emitida en el presente informe es el resultado del análisis de los documentos que han sido proveídos a los auditores para su estudio, los cuales son de exclusiva responsabilidad de los funcionarios del Ministerio de Agricultura y Ganadería que intervinieron en la Ejecución y formalización de las operaciones examinadas 


Sin otro particular, saludo a Vuestra Excelencia  atentamente.


Francisco Javier Galiano M.; Contralor General de la República. Romina Palacios; Titular  Secretaria General.

A Su Excelencia 

Juan Roque Galeano, Presidente

Honorable Cámara de Senadores

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas. 

SECRETARIO GENERAL: II.D.4.  Contraloría General de la República. Asunción, 09 de noviembre de 2001. C.G.R. Nº 4938/01 Ref. INFORME FINAL EXAMEN  ESPECIAL MUNICIPALIDAD DE MARIANO ROQUE ALONSO. Señor Presidente. Me dirijo a Vuestra Excelencia a los efectos de remitir adjunto el INFORME FINAL DEL EXAMEN ESPECIAL, practicado por la CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA a la MUNICIPALIDAD DE MARIANO ROQUE ALONSO, en cumplimiento de la Resolución C.G.R. N° 0309 del 08 de mayo de 2001.


El presente informe es el resultado del análisis  de los documentos que han  sido proveídos a los auditores para su estudio y que son de exclusiva responsabilidad de los funcionarios intervinientes en la ejecución y formalización de las operaciones examinadas. Se remite este informe para su conocimiento, y de conformidad con sus atribuciones legales, adopte las medidas que estime convenientes.


Aprovecho la ocasión para saludar a Vuestra Excelencia con mi distinguida consideración. 


Francisco Javier Galiano M.; Contralor General de la República. Romina Palacios; Titular  Secretaria General.

A Su Excelencia 

Juan Roque Galeano, Presidente

Honorable Cámara de Senadores

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas. 

SECRETARIO GENERAL: II.D.5. Contraloría General de la República. Asunción, 12 de noviembre de 2001. NOTA C.G.R. N° 4987/01 Ref. Remisión Informe Examen Especial M.O.P.C. Señor Presidente. Tengo el agrado de dirigirme a Vuestra Excelencia, a los efectos de remitir adjunto el informe de verificación de las documentaciones, correspondientes al Objeto de Gastos 980 – 20 – 013 “Deudas pendientes de pago de  Ejercicios Anteriores, en el Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones  que fuera realizadas conforme a la Resolución CGR N° 519/01 en cumplimiento   a la Ley N° 1720/01. 

El presente informe corresponde al final del total de las deudas pendientes de pago. 


Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para saludar a Vuestra Excelencia  con mi distinguida consideración.


Francisco Javier Galiano M.; Contralor General de la República. Romina Palacios; Titular  Secretaria General.

A Su Excelencia 

Juan Roque Galeano, Presidente

Honorable Cámara de Senadores

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota y se agrega a sus antecedentes obrantes en la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas. 

SECRETARIO GENERAL: II.D.6. MUNICIPALIDAD DE LUQUE. LUQUE 27 DE octubre de 2001. NOTA I.M N° 189/2001. Señor DR. JUAN ROQUE GALEANO, Presidente del CONGRESO NACIONAL. Presente. El Intendente Municipal de Luque, tiene el agrado de dirigirse a V.E., a fin de remitir el Expediente N° 7763 de fecha 07 de julio de 2001 a nombre de la Parroquia Virgen del Rosario, referente a Adjudicación de una fracción de terreno municipal para ampliación del asiento de la Capilla San Juan, ubicado en el Primer Barrio de esta ciudad.


En cumplimiento de la Resolución Junta Municipal N° 386/2001, solicito  la sanción de una LEY  para la adjudicación en forma GRATUITA la fracción de terreno municipal a favor del ARZOBISPADO DE ASUNCIÓN para  ampliación del asiento de la Capilla San Juan de esta ciudad, con una superficie total de 361, 4000 metros cuadrados conforme a los planos presentados.

Sin otro  particular, salúdale muy respetuosamente.

Dr. Cesar Ramón Meza Bria, Intendente Municipal.

SEÑOR PRESIDENTE: A disposición de los señores Senadores.

SECRETARIO GENERAL: II.D.7. DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Asunción, 8 de noviembre de 2001. Excmo. Señor Presidente: En nombre de la Defensoría del Pueblo, tengo el honor de dirigirme a V.E., y por su digno intermedio a la Honorable Cámara de su Presidencia, en relación al Presupuesto del Ejercicio 2002, a fin de expresarle cuanto sigue:

1.   La Defensoría  del Pueblo goza de autonomía de acuerdo a la Constitución Nacional de 1992 y a la Ley N° 631 de 1995. Además, la Ley 1535 /99 de Administración Financiera del Estado dispone la autonomía de la Defensoría para la Administración de  sus partidas presupuestarias y para la rendición de cuentas. La Ley 1535/99 por ser posterior a la Ley 631/95 modifica a ésta y anula cualquier suposición de que la Defensoría dependería del Senado. Por otra parte, la Ley Presupuesto, ley anual, no puede modificar leyes permanentes como la ley 1535/99.

2.   Por su naturaleza, la Defensoría del Pueblo está configurada constitucionalmente como una entidad autónoma en todos los campos y en todos los niveles, al igual que la Contraloría General de la República y otras instituciones previstas en nuestra Carta Magna de 1992.

3.   A nivel internacional rige este criterio y se considera a que el funcionamiento libre de la Defensoría del Pueblo es fundamental para la construcción de un Estado de Derecho democrático.

4.   No entro a discutir las partidas presupuestarias indicadas en el proyecto aprobado en la Honorable Cámara de Diputados, sin que esto signifique mi conformidad con este texto.

5.   Debo indicar que V.E. que en tiempo y forma la Defensoría presentó sus reparos a la Comisión Bicameral de Presupuesto.

 En virtud a lo expuesto precedentemente, solicito a V.E., y por su signo intermedio, al Senado de la República, que en el  Presupuesto del Ejercicio 2002 se establezca que la Defensoría del Pueblo goza de autonomía en los términos previstos en la Ley 1535/99.


Agradeciendo su atención, saludo a V. E. con la consideración más distinguida.


Manuel Maria Paez Monges;  Defensor del pueblo.

Al Excmo. 

Sr. Presidente de la Honorable Cámara de Senadores 

Prof. Dr. JUAN ROQUE GALEANO

E.S.D.

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas.


Tiene el uso de la palabra el señor Senador Evelio Fernández Arévalos.

SEÑOR SENADOR EVELIO FERNÁNDEZ ARÉVALOS: Atento a la naturaleza de la petición solicito que esta nota también se remita a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional.

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Asuntos  Constitucionales  y Defensa Nacional.

PRESENTACIONES PRIVADAS 

SECRETARIO GENERAL: II.E.1. Secretaría General de la Unión Postal de las Américas, España y Portugal. Montevideo, 29 de octubre de 2001. Oficio Nº 8126. Señor Don Juan Roque Galeano. Presidente de la Cámara de Senadores Avda. República y Alberdi. ASUNCIÓN PARAGUAY. Honorable Cámara de Senadores Uno de los objetivos de máxima trascendencia a que halla abocada la Unión  Postal de las Américas, España y Portugal, UPAEP,  es apoyar el proceso de reestructuración de los servicios de los países de la región.


Es indispensable y urgente una mejor autonomía  de gestión para el Correo paraguayo, considerando que forma parte de la red postal mundial y que debe ofrecer el mismo nivel de calidad en los servicios que los demás países miembros.


En este sentido, las bases que sustentan las acciones de la UPAEP se encuentran contenidas, fundamentalmente, en la Declaración de Sâo Paulo, documento de conclusiones de la II Reunión  de Ministros de Tutela del Sector Postal que, entre otros, declara:

1- Conferir, asegurar y comprometer su apoyo a las siguientes tareas.

a- La transformación de la entidad postal pública en empresas que, independientemente del estatuto jurídico a que estén sujetas, sean capaces de brindar productos postales de alta calidad.

b- El otorgamiento, a través de la entidad correspondiente del gobierno, de la debida prioridad a las iniciativas de reforma del sector postal, por medio de su inclusión en los planes nacionales de desarrollo. De este modo se incentivará el adecuado financiamiento de la reforma, promoviendo mecanismos alternativos para su obtención, bien provenientes de entidades de cooperación bilateral o multilateral , de agencias internacionales de créditos o de recursos internos.


En apoyo al proceso de reforma del sector postal del Paraguay se organizó un proyecto conjunto UPAEP- UPU en materia de reglamentación postal, cuya recomendación fundamental contiene el anteproyecto de Ley Marco del Sector Postal y disposiciones reglamentarias que fueron elevados a la consideración del Honorable Congreso Nacional en fecha 8 de octubre de 1998.


Habida cuenta de la importancia de los antecedentes que me he permitido poner en su conocimiento, tengo a bien molestar su valiosa atención para alentar a esa Honorable Cámara de Senadores de su digna Presidencia a considerar las medidas oportunas para que el proyecto en comento tenga el trámite correspondiente que asegure su concreción.


Le ruego acepte las seguridades de mi  más distinguida consideración.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota y se agrega a sus antecedentes obrantes en varias comisiones.

SECRETARIO GENERAL: II.E.2. S.G.N° 0.74. Mariano Roque Alonso, 5 de noviembre de 2001. Señor Presidente Honorable Cámara de Senadores Juan Roque Galeano. Presente. Tenemos el agrado de dirigirnos a Usted, con el objeto de informarle la constitución de la Comisión Directiva Central de la Asociación Rural del Paraguay para el Ejercicio 2001-2003, electa en Asamblea General Ordinaria de fecha 28 de Octubre de 2001, como también de la distribución de cargos en sesión ordinaria del organismo rector de la Entidad. Su constitución es como sigue: 

PRESIDENTE:



Dr. Carlos Trapani Ocampos 

VICEPRESIDNETE PRIMERO:

Don Alberto Soljancic

VICEPRESIDENTE SEGUNDO:

Dr. Salvador Mendelzon

SECRETARIO GENERAL:


Don Juan Carlos Granada 

SECRETARIO DE COORDINACIÓN:
Ing. Marcial M. López Cano

TESORERO:




Dr. José María Espínola 

SUPL. SECRETARIO GENERAL:

Dr. Martín Cuevas (Chaco Sur)

SUPL. SECRET. DE COORDINACIÓN:
Don Víctor Brusquetti

SUPLENTE TESORERO:


Dr. Juan Bueno Núñez

MIEMBROS TITULARES:


Dr. Juan Néstor Núñez







Ing. Víctor Rubén Dumot.







Arq. Eduardo Alfaro







Don Víctor Chiriani







Dr. Alberto Spinzi







Ing. Agr. Ramiro Maluff







Don José Pappalardo







Dr.  Enrique Riera 







Don Horacio Lloret







Ing. Agr.  Fernando  Peroni







Dr. Luis Mario Saldívar (Concepción)







Ing. Luis María Ocampos (Guairá)







Dr. Miguel Ángel Acosta (Misiones)







Dr. Sixto Miranda (Misiones)







Dr. Ángel Vera Antola (Ñeembucú)

Ing. Edgar Florentín (San Pedro)

Ing. Oscar Salvador Gulino (Central Chaco)

Don Raúl Van Humbeck (Central Chaco)

Ing. Agr. Juan  A. Borgognón (Chaco Sur)

Dona Martha de Bauman (Cordillera)

Dr. Silvio S. Moro (General Bruguéz)

Don Ricardo Brunelli (Paraguari)

Ing. Remigio García Zayas (Alto Chaco)

Dr. Eusebio Manuel Cardozo (Tte. Estaban Martínez)

Dr. Don Peter H. Kennedy (Caaguazú)

Ing. Agr. Antonio (Amambay)

Don Eitel Shulz (Itapúa)

Don Ramón G. Dávalos (Itapúa)

Don Celito Cobalchini (Canindeyú)

Dr. Carlos Durañona (Canindeyú)

Don Alfred Girschweiler (Alto Paraná)

Don Ricardo Lloret (Alto Paraná)

Ing. Agr. Nicolás Burró (Caazapá)

Dr. Emilio Gardel Codas( Caazapá)

SUPLENTES:







Ing. José Sosa

Ing. Javier Ramírez Díaz de Espada 

Lic. Norman Zavala 

Doña Diana de Prieto 

Don Víctor Arza 

Don Roque A. Fleytas

Don Luis Villasanti

Don Tranquilo Favero

Dona Carmen de Laratro

Don Ladislao Barath (Tte. Esteban  

Martínez)

Dr. Carlos Antonio Vera (Misiones)

Dr. Raúl Antola (Ñeembucú)

Arq. Eulalio Campos Cervera (Central 

Chaco)

Dr. Heliodoro Maciel (Gral. Bruguez)

Dr. Julio César Cantero (Alto Chaco)

Don Eitel Simón (Itapúa)

Don Wildo González (Canindeyú)

Dr. Pedro Alio Brizuela (Caazapá)

COMISIÓN CENTRAL DE CUENTAS :
Lic. Manuel Marsá 


Dr. Carlos M. Jaritón


Dr. Oscar Guido Vallejo


Hacemos propicia la ocasión para saludar a Usted, con nuestra distinguida estima y consideración .

 
Carlos Trapani; Presidente. Juan Carlos Granada; Secretario  General. 

SEÑOR PRESIDENTE:  Se toma nota.

DICTÁMENES

SECRETARIO GENERAL: II.F.1.a) De la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional, que aconseja rechazar la objeción parcial del Poder Ejecutivo al proyecto de Ley N° 1.802, "QUE MODIFICA VARIOS ARTÍCULOS DE LA LEY N° 73 DEL 5 DE DICIEMBRE DE 1991 Y DEROGA LA LEY N° 915 DEL 17 DE JULIO DE 1996 (CAJA DE JUBILACIONES Y PENSIONES DE EMPLEADOS BANCARIOS DEL PARAGUAY)".
SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.

SECRETARIO GENERAL: II.F.1.b) De la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional, que aconseja la ratificación del Senado en la aprobación del proyecto de Ley: "QUE AUTORIZA A LA MUNICIPALIDAD DE VILLALBIN, DEPARTAMENTO DE ÑEEMBUCÚ, A ERIGIR UN MONUMENTO EN MEMORIA DEL FUNDADOR DEL PUEBLO DE VILLALBIN, DON FRANCISCO PABLO VILLALBA BLANCO".

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.

SECRETARIO GENERAL: II.F.1.c) De la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional, que aconseja tomar nota y remitir al archivo, el proyecto de Resolución: “POR EL CUAL SE CITA E INTERPELA AL PRESIDENTE DEL DIRECTORIO DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE NAVEGACIÓN Y PUERTOS, SEÑOR MILCIADES RABERY OCAMPOS”, presentado por los Senadores Esteban Martín Samaniego, Juan Carlos Ramírez Montalbetti, Ángel José Burró, Raúl Ayala Diarte, Juan Milciades Cazal Pedrozo y Guillermo Sánchez Guffanti.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota

III. ORDEN DEL DIA


Primer punto del Orden del Día.


PROYECTO DE LEY: “QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 33, 35, 36, 93, 94, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 102, 107 Y 139  DE LA LEY N° 1.626/2000, DE LA FUNCIÓN PÚBLICA”.


Lectura del dictamen por Secretaría.

SECRETARIO GENERAL: “Asunción, 23 de octubre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión Especial para el Estudio de proyecto de Ley “De la función pública”, os aconseja aprobar con modificaciones el proyecto de Ley: “QUE MODIFICA LA LEY N° 1.626/2000, DE LA FUNCIÓN PÚBLICA”, presentado por los Senadores Juan Carlos Galaverna, Luis Guanes Gondra y Raúl Ayala Diarte, en fecha 30 de abril de 2001.


FIRMAN: MARIO PAZ CASTAING, MARCIANO TORALES, MIGUEL ÁNGEL RAMÍREZ, DIONISIO ZÁRATE GONZÁLEZ, HERMINIO CÁCERES, ELBA RECALDE, JUAN MANUEL BENÍTEZ FLORENTÍN, JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTALBETTI Y BASILIO NIKIPHOROFF.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA: Señor Presidente: yo soy uno de los proyectistas en esta cuestión y vengo a solicitar la vuelta a comisión del proyecto. Hemos trabajado los proyectistas en esta cuestión en base a unas comunicaciones con miembros de otros Poderes del Estado tratando de salvar quebrantos en cuanto al funcionariado del Poder Judicial y al funcionariado del Poder Legislativo, pero han surgido novedades en los últimos días que obligan a revisar el proyecto.


El Presidente de la Comisión Especial está informado primariamente de la cuestión y por su intermedio le ruego a él y a los miembros de la Comisión Especial, que acompañen esta moción de vuelta a comisión y necesitaremos no más de dos semanas como para hacer los ajustes necesarios y tratar un proyecto que sirva a todos y que no perjudique a nadie. La moción consiste en la vuelta a comisión.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Presidente de la Comisión Especial, señor Senador Mario Paz Castaing.

SEÑOR SENADOR MARIO PAZ CASTAING:  Gracias, señor Presidente. Habida cuenta este pedido especial que no están formulando, fundamentalmente otros Poderes del Estado, para que salga un proyecto finalmente que resuelva las contiendas y conflictos que se originan con motivo de la aplicación de esta ley “De la función pública”, creemos prudente acompañar este pedido de vuelta a comisión, aunque advertimos al plenario que si no resolvemos en estas dos o tres  próximas semanas este proyecto, la aplicación de la Ley De la Función Pública para el año 2002 será de aplicación absolutamente teórica porque tiene que estar incorporada, la organización de la función pública en el Presupuesto General de la Nación, consecuentemente, tienen que entrar esto en vigencia y ya no vamos a tener materialmente tiempo de darle una sanción definitiva a estas modificaciones que justamente se implementaron con un consenso previo de las autoridades de otros Poderes del Estado para reglamentar de la debida forma y sin los conflictos que hoy se tienen, la aplicación inmediata de la Ley de la Función Pública.


En base a ese espíritu y a estas cuestiones acompañamos la moción, pero con la advertencia que estamos formulando.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación de vuelta a comisión solicitada por el señor Senador Juan Carlos Galaverna.  Mayoría.


APROBADO


Vuelve a comisión.


Segundo punto del Orden del Día.


Proyecto de Ley  “QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 5º DE LA LEY Nº 1639 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 2000, QUE MODIFICA Y AMPLÍA LA LEY Nº 536 DEL 16 DE ENERO DE 1995, DE FOMENTO A LA FORESTACIÓN Y REFORESTACIÓN”.


Lectura de los dictámenes por Secretaría.

SECRETARIO GENERAL: “Asunción, 26 de setiembre de 2001.  Honorable Cámara de Senadores: Vuestra Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo, os aconseja el rechazo del proyecto de Ley: “QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 5º DE LA LEY N° 1639 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 2000, QUE MODIFICA Y AMPLÍA LA LEY N° 536 DEL 16 DE ENERO DE 1995, DE FOMENTO A LA FORESTACIÓN Y REFORESTACIÓN”, que fuera remitido por la H. Cámara de Diputados, con Mensaje N° 741 de fecha 28 de agosto de 2001.


FIRMAN: EVELIO FERNÁNDEZ ARÉVALOS, MARCIANO TORALES, MARIO PAZ CASTAING, MIGUEL ÁNGEL RAMÍREZ, ELBA RECALDE y GERMÁN SEGOVIA MERCADO”.


“Asunción, 5 de noviembre de 2001. Honorable Cámara de Senadores: Vuestra Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, os aconseja el rechazo del proyecto de Ley: “QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 5º DE LA LEY N° 1639 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 2000, QUE MODIFICA Y AMPLÍA LA LEY N° 536 DEL 16 DE ENERO DE 1995, DE FOMENTO A LA FORESTACIÓN Y REFORESTACIÓN”,  remitido por la Cámara de Diputados según Mensaje N° 741 de fecha 28 de agosto de 2001.


FIRMAN: GUSTAVO PEDROZO, RAÚL AYALA DIARTE, ÁNGEL JOSÉ BURRÓ, DIONISIO ZÁRATE GONZÁLEZ, ESTEBAN SAMANIEGO Y RAMONA VALIENTE DE GRISETTI”.



“Asunción, 10 de setiembre de 2001. Honorable Cámara de Senadores: Vuestra Comisión de Energía, Recursos Naturales, Población y Ecología,  os aconseja aprobar el proyecto de Ley: “QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 5º DE LA LEY N° 1639 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 2000, QUE MODIFICA Y AMPLÍA LA LEY N° 536 DEL 16 DE ENERO DE 1995, DE FOMENTO A LA FORESTACIÓN Y REFORESTACIÓN”,  remitido por la Cámara de Diputados según Mensaje N° 741 de fecha 28 de agosto de 2001.


FIRMAN: CARLOS PAREDES OZUNA, BENIGNO PERROTA, JULIO CÉSAR FRANCO ALFONZO, ADA SOLALINDE DE ROMERO Y RODRIGO CAMPOS CERVERA”.

SEÑOR PRESIDENTE: Para una moción de orden tiene el uso de la palabra el señor Senador Luis Guanes Gondra.

SEÑOR SENADOR LUIS GUANES GONDRA: Con respecto al segundo punto también señor Presidente y esperando tener la misma suerte que tuvo la moción del Senador Juan Carlos Galaverna, planteo la vuelta a comisión, también de este proyecto. 


Como verán los señores Senadores, la vuelta a comisión por una semana, no puede ser más tiempo porque está el tema de la sanción ficta, hay dictámenes de dos comisiones que recomiendan el rechazo, una comisión que recomienda la aprobación y un grupo de Senadores con quienes ya he hablado, no los menciono, que pretendemos trabajar con las comisiones dictaminantes en una propuesta alternativa que contemple la preocupación de las diversas posiciones.


Por ese motivo, mociono la vuelta a comisión hasta la sesión del jueves subsiguiente, que es el día jueves 22 de noviembre.  Gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Carlos Paredes Ozuna.

SEÑOR SENADOR CARLOS PAREDES OZUNA: Señor Presidente, Honorable Cámara: en nombre de la Comisión de Energía, Recursos Naturales, Población y Ecología para acompañar el pedido de vuelta a comisión formulada por el Senador Luis Guanes Gondra.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA: Acompaño la moción, señor Presidente, pero tenemos dos dictámenes directamente encontrados, una comisión recomienda el rechazo y la otra comisión recomienda la aprobación. Según el Senador Luis Guanes Gondra, dejo esto bien aclarado para no asumir responsabilidades que no me corresponde, él está en condiciones de trabajar en los días inmediatos siguientes en la preparación de un proyecto alternativo que pueda tener más calidad que el enviado por la Cámara de Diputados en la intención de aprobarlo con modificaciones.


Con estas breves explicaciones acompaño la moción presentada por el señor Senador Luis Guanes Gondra.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Evelio Fernández Arévalos.

SEÑOR SENADOR EVELIO FERNÁNDEZ ARÉVALOS: Acompaño también esa moción, dada la circunstancia que los dictámenes son contrapuestos y que existe la posibilidad de conciliar posiciones. Nada más.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Gustavo Pedrozo.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: En el mismo sentido, así como está  no tiene otro fin si no tiene otra solución que rechazarlo, tenemos que trabajar en un proyecto nuevo y la Comisión de Hacienda también acompaña la propuesta de vuelta a comisión.

SEÑOR PRESIDENTE: Hay una moción de vuelta a comisión, pero estamos con sanción ficta encima, el jueves 22 de noviembre tenemos que rechazar o aprobar o lleva sanción ficta.  A votación la moción del señor Senador Luis Guanes Gondra.  Mayoría.


APROBADA


Vuelve a Comisión.


Tercer punto del Orden del Día. Proyecto de Ley: “QUE AMPLIA EL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 2001, APROBADO POR LA LEY N° 1661, DEL 15 DE ENERO DEL 2001 (GOBERNACIÓN DEL UNDÉCIMO DEPARTAMENTO CENTRAL)”.


Lectura del dictamen por Secretaría.

SECRETARIO GENERAL: “Asunción, 29 de octubre de 2001. Honorable Cámara de Senadores. Vuestra Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, os aconseja la aprobación del proyecto de Ley: “QUE AMPLIA EL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 2001, APROBADO POR LA LEY N° 1661, DEL 15 DE ENERO DEL 2001 (GOBERNACIÓN DEL UNDÉCIMO DEPARTAMENTO CENTRAL)” remitido por la Cámara de Diputados, según Mensaje N° 789 de fecha 4 de octubre de 2001.


FIRMAN: GUSTAVO PEDROZO ABBATE, RAÚL AYALA DIARTE, CARLOS PADRES OZUNA, ESTEBAN SAMANIEGO, RAMONA VALIENTE DE GRISETTI.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Gustavo Pedrozo.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: Señor Presidente: como los puntos 3 y 4 son similares, deseo dar las explicaciones de ambos y votar en todo caso por separado.

SEÑOR PRESIDENTE: Así se hará señor Senador.


Cuarto Punto del Orden del Día. Proyecto de Ley: “QUE AMPLÍA EL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 2001, APROBADO POR LA LEY Nº 1661, DEL 15 DE ENERO DEL 2001 (GOBERNACIÓN DEL DÉCIMO TERCER DEPARTAMENTO AMAMBAY)”.


Lectura del dictamen por Secretaría.

SECRETARIO GENERAL: “Asunción, 29 de octubre de 2001. Honorable Cámara de Senadores: Vuestra Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, os aconseja la aprobación del proyecto de Ley: “QUE AMPLÍA EL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 2001, APROBADO POR LA LEY N° 1661, DEL 15 DE ENERO DEL 2001 (GOBERNACIÓN DEL DÉCIMO TERCER DEPARTAMENTO AMAMBAY)”, remitido por la Cámara de Diputados según Mensaje N° 788 de fecha 4 de octubre de 2001.


FIRMAN: GUSTAVO PEDROZO ABBATE, RAÚL AYALA DIARTE, CARLOS PAREDES OZUNA, DIONISIO ZÁRATE GONZÁLEZ, ESTEBAN SAMANIEGO, ARMANDO VICENTE ESPÍNOLA Y RAMONA VALIENTE DE GRISETTI”.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Gustavo Pedrozo.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: Gracias, señor Presidente. Es una ampliación presupuestaria, en el primer caso, es para la Gobernación del Departamento Central de G.75.201.350. Ellos tienen un programa de asistencia al niño en el departamento y se trata de una donación de la Secretaría de Acción Social para continuar con este programa.


En el otro caso, es también una donación de la misma Secretaría de Acción Social, pero es para la Gobernación del Departamento de Amambay la suma prevista es de G.59.672.257 y van a solventar gastos para terminación de aulas, es decir, escuelas y algunas plantas procesadoras de leche que están en ejecución y esta es una donación para terminar esas obras.


Repito: en el caso de la Gobernación del Departamento Central es de G.75.201.350 donación de la Secretaría de Acción Social para continuar con un plan de asistencia a la niñez del departamento y en el caso de la Gobernación de Amambay es para terminar unos locales escolares en etapa ya de terminación y una procesadora de leche. Estamos solicitando la aprobación de ambos proyectos de Ley.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA: Para hacer notar lo siguiente: efectivamente en ambos casos se trata de proyectos de ampliación presupuestaria de Gobernaciones, la del Departamento Central y la del Departamento de Amambay; el dinero para el aumento presupuestario proviene efectivamente de donaciones de la Secretaría de Acción Social, organismo dependiente de la Presidencia de la República.


Si ustedes se fijan en el mensaje del Poder Ejecutivo, en el caso del Departamento Central dice: “lo solicitado permitirá incorporar los elementos necesarios para el avance de la ejecución del programa de atención integral del niño y adolescente trabajador de la calle”.


“Permitirá incorporar los elementos necesarios”, pero si uno se remite al anexo donde están los detalles de la cuestión, la donación de G.75.000.000 se va a distribuir, en honorarios varios: G.49.000.000, servicios técnicos y profesionales: G.12.000.000, ya estamos en G.61.000.000, y los G.14.000.000 restantes en bienes de consumo, adquisición de equipos de oficina y gastos imprevistos; de los G.14.000.000, G.8.500.000 otra vez para gastos imprevistos.


Francamente creo, señor Presidente, que si vamos a convertir en  una industria de contratación de gente el tema de los niños de la calle, vamos a estar mintiendo, los niños de la calle necesitan de asistencia básicamente a nivel salud, a nivel educación; y por lo que veo acá, de lo que se va a tratar es de crear oficinas y cargos para que los niños sigan en la calle en condiciones tan o más miserables que ahora.


Si ustedes se fijan en el caso del otro proyecto, que atañe el Departamento del Amambay, de G.59.500.000, sin embargo, hay construcciones: G.10.000.000; adquisición de maquinarias, equipos y herramientas: G.24.000.000 y transferencia de capital al sector privado, que son los aportes que se dan a las comisiones de padres, a la comunidad educativa: G.25.500.000. No hay un centavo en contratación de personal, en gastos ordinarios.


Esa Secretaría de Acción Social, desde luego es un ente raro, creado ahí en instancias palaciegas, con un manejo discrecional; creo, señor Presidente, que tendríamos que seguir intentando dar mensajes acerca de la austeridad ineludible en el manejo del dinero del Tesoro.


Propongo el rechazo del proyecto de ampliación presupuestaria de la Gobernación del Departamento Central, porque no podemos seguir a esta altura del año dando plata para contratación de funcionarios.


Y que aprobemos, por el contrario, el proyecto de ampliación presupuestaria de la Gobernación del Departamento de Amambay, porque conforme al anexo, se le va a dar destino de gastos de capital, no de gastos ordinarios.


Moción concreta, cuando votemos el primer caso, rechazo; cuando votemos el segundo caso, aprobación, tal cual nos recomienda la comisión. Es todo y gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Presidente de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas; Senador Gustavo Adolfo Pedrozo Abbate.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: Coincido con el Senador preopinante en un sentido, señor Presidente, la Secretaría de Acción Social no solamente es bastante discrecional en el manejo de sus fondos, sino que tiene duplicación de funciones con otras instituciones parecidas, entre ellas por ejemplo la DIBEN y otras instituciones que están en los diferentes ministerios.


Aquí hay en ejecución, yo no conozco realmente los detalles, porque no es mi área, el asunto de la asistencia a la niñez de las calles, estos son efectivamente para pagar salarios a asistentes sociales, que es lo que nosotros habíamos consultado de qué se trata.


Son asistentes sociales que están trabajando, y son para pagar el salario de esa gente, prácticamente en un 90%; en el otro caso son construcciones, efectivamente como se señaló, que ya está casi terminado, este es un aporte final; les habrá faltado y pidieron recursos a la Secretaría de Acción Social, que le sobra recursos y entonces le esta dando para terminar.


De eso se trata, señor Presidente; solo con el propósito de aclarar exactamente a donde van esos montos, repito, efectivamente para pagar salarios de asistentes sociales y algunos otros ayudantes.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Ángel José Burró Mujica.

SEÑOR SENADOR ANGEL JOSÉ BURRÓ: Gracias, señor Presidente: para mocionar que este primer proyecto vuelva a comisión, y se lo invite al Gobernador para que venga a defender, para darle la chance de que nos explique.


No siempre los salarios son concesiones graciosas, a veces puede tratarse de necesidades, es decir, que son complementarias de un proyecto mayor, entonces, creo que lo más atinado sería no rechazar, sino devolver a comisión y darle a las personas involucradas en este tema, me refiero al Gobernador y si algún responsable de este proyecto, que venga a explicar, le damos la chance de escucharlo y después en todo caso, tomamos una decisión. Gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA: Señor Presidente: dada la moción del señor Senador Ángel José Burró Mujica y temiendo no tener en esta ocasión los votos para el rechazo, que creo que es lo que corresponde hacer, retiro mi moción y acompaño la moción del preopinante.


Es cierto lo que señala el colega Ángel José Burró Mujica, como también él concordará conmigo, que el famoso trabajo de las asistentes y los asistentes sociales es levantar datos estadísticos, y hacer diagnóstico para que después no pase nada en cuanto a la verdadera atención que corresponde al problema.


Hay muchos especialistas que están ganando mucha plata con esta historia de los niños de la calle, naturalmente no quieren que terminen los de la calle, porque terminaría el negocio de ellos; hablo de municipalidad como la de la capital, hablo de organizaciones no gubernamentales, hablo de algunas gobernaciones; esa es la miserable realidad sobre este lacerante problema de los niños de la calle.


Acompaño la moción del señor Senador Ángel José Burró Mujica, con ruego de que la comisión para antes de agosto de 2003, en nuestro caso julio de 2003, se ocupe de atender este proyecto de ampliación presupuestaria. Gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Gustavo Adolfo Pedrozo Abbate.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: Señor Presidente: para acompañar la propuesta del señor Senador Ángel José Burró Mujica de vuelta a comisión, y en todo caso se satisfacen todos los cuestionamientos que se quieran.


Por otro lado, señor Presidente, me acaban de pasar una información, G.200.000.000 por día mueven los niños de la calle, según la última versión en materia comercial, así que, señor Presidente, acompañamos la vuelta a comisión de ese proyecto.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación la vuelta a comisión del proyecto de Ley en estudio. Mayoría. 


APROBADO


Vuelve a comisión. A votación en general el segundo proyecto de Ley. Mayoría.


APROBADO


Estudio en particular.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 1º. Amplíase la estimación de los ingresos de las Entidades Descentralizadas (Gobernación del Decimotercer Departamento Amambay), por la suma de G. 59.672.257 (Guaraníes cincuenta y nueve millones seiscientos setenta y dos mil doscientos cincuenta y siete), conforme al Anexo que se adjunta y forma parte de la presente ley.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 1º. Mayoría.


APROBADO

SECRETARIO GENERAL: Artículo 2º. Apruébase la ampliación del crédito presupuestario por la suma de G. 59.672.257 (Guaraníes cincuenta y nueve millones seiscientos setenta y dos mil doscientos cincuenta y siete), que será afectada al Presupuesto 2001 de las Entidades Descentralizadas (Gobernación del Decimotercer Departamento Amambay), conforme al Anexo que se adjunta y forma parte de la presente ley.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 2º. Mayoría.


APROBADO


Artículo 3º, de forma; se remite al Poder Ejecutivo. 


Quinto punto del Orden del Día. Proyecto de Ley “Por el cual se exonera a la Unión Paraguaya de Veteranos de la Guerra del Chaco del Cumplimiento de disposiciones contenidas en la Ley N° 834, Código Electoral y de la Ley N° 635 “Que reglamenta la Justicia Electoral, en virtud de lo establecido en el Artículo 130 de la Constitución Nacional y en el Artículo 94 de la misma Ley N° 834 del año 1994”. 

SECRETARIO GENERAL: Asunción, 24 de setiembre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional, os aconseja rechazar el proyecto de Ley “Por el cual se exonera a la Unión Paraguaya de Veteranos de la Guerra del Chaco del Cumplimiento de disposiciones contenidas en la Ley N° 834, Código Electoral y de la Ley N° 635 “Que reglamenta la Justicia Electoral, en virtud de lo establecido en el artículo 130 de la Constitución Nacional y en el artículo 94 de la misma Ley N° 834 del año 1994”, presentado por los Diputados Benjamín Maciel Pasotti e Ignacio Mendoza Uzain, que fuera remitido por la Cámara de Diputados según Mensaje N° 696 del 12 de julio de 2001.


Firman: Miguel Ángel Ramírez, Marciano Delfín Torales, Evelio Fernández Arévalos, Darío Antonio Franco Flores, Juan Carlos Galaverna y Juan Manuel Benítez Florentín.


Asunción, 19 de setiembre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo, os aconseja el rechazo del proyecto de Ley “Por el cual se exonera a la Unión Paraguaya de Veteranos de la Guerra del Chaco del Cumplimiento de disposiciones contenidas en la Ley N° 834, Código Electoral y de la Ley N° 635 “Que reglamenta la Justicia Electoral, en virtud de lo establecido en el artículo 130 de la Constitución Nacional y en el artículo 94 de la misma Ley N° 834 del año 1994”.


Firman: Evelio Fernández Arévalos, Marciano Delfín Torales, Raúl Antonio Ayala Diarte, Mario Paz Castaing, Miguel Ángel Ramírez y Elba Recalde.


Asunción, 26 de setiembre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Equidad, Género y Desarrollo Social, os aconseja el rechazo del proyecto de Ley “Por el cual se exonera a la Unión Paraguaya de Veteranos de la Guerra del Chaco del Cumplimiento de disposiciones contenidas en la Ley N° 834, Código Electoral y de la Ley N° 635 “Que reglamenta la Justicia Electoral, en virtud de lo establecido en el artículo 130 de la Constitución Nacional y en el artículo 94 de la misma Ley N° 834 del año 1994”, que fuera remitido a la Cámara de Senadores según Resolución N° 682 de la Cámara de Diputados, con Mensaje N° 696 de fecha 12 de julio de 2001.

Firman: Ilda Mayeregger, Ada Solalinde de Romero, Alicia Jové Dávalos y Juan Milciades Cazal Pedrozo.


Asunción, 22 de octubre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, en cuanto al proyecto de Ley “Por el cual se exonera a la Unión Paraguaya de Veteranos de la Guerra del Chaco del Cumplimiento de disposiciones contenidas en la Ley N° 834, Código Electoral y de la Ley N° 635 “Que reglamenta la Justicia Electoral, en virtud de lo establecido en el artículo 130 de la Constitución Nacional y en el Artículo 94 de la misma Ley N° 834 del año 1994”, remitido por la Cámara de Diputados según Mensaje N° 696 de fecha 12 de julio de 2001, entiende que este proyecto de ley no se enmarca en el ámbito de su competencia.

Firman: Gustavo Adolfo Pedrozo Abbate, Elba Recalde, Raúl Antonio Ayala Diarte, Ángel José Burró Mujica, Carlos Paredes Ozuna, Dionisio Zárate González, Esteban Martín Samaniego Alemán y Ramona Elba Valiente de Grisetti.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Marciano Delfín Torales en nombre de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional; la Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo; y la Comisión de Equidad, Género y Desarrollo Social.

SEÑOR SENADOR MARCIANO TORALES: Señor Presidente, colegas: este Mensaje N° 969 de fecha 12 de julio del 2001, de la Cámara de Diputados refiere a la Resolución N° 682 de fecha 28 de junio de 2001, por la cual remite a la Cámara de Senadores un proyecto de Ley “Por el cual se exonera a la Unión Paraguaya de Veteranos de la Guerra del Chaco del Cumplimiento de disposiciones contenidas en la Ley N° 834, Código Electoral y de la Ley N° 635 “Que reglamenta la Justicia Electoral”.


Este es un proyecto que al no expedirse la Cámara de Senadores, la Cámara de Diputados se expidió y aprobó el proyecto que establece un privilegio especial para los veteranos y fue rechazado en el décimo punto del orden del día de la sesión anterior, que venía vía Mensaje N° 743 de la Cámara de Diputados de fecha 4 de setiembre del 2001.


Por lo tanto lo que recomendamos es el rechazo del proyecto atendiendo de que se pretende establecer, por lo resuelto ya en la sesión anterior, como también que por los mismos fundamentos, es decir, se pretende exonerar de una obligación constitucional del artículo 118 de la Constitución Nacional, y no tenemos atribuciones como para modificar o establecer exoneraciones o privilegios especiales con relación a las disposiciones constitucionales.


Por lo tanto las tres comisiones aconsejamos el rechazo del proyecto. Eso es todo y gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el dictamen por el rechazo del proyecto de Ley. Mayoría.


APROBADO


Queda rechazado, se remite al archivo. 


Sexto punto del Orden del Día. Resolución N° 647 Que rechaza la objeción total del Poder Ejecutivo al proyecto de Ley N° 1.687 “Que afecta al dominio del Ministerio del Interior un inmueble individualizado como Finca N° 6.266, propiedad privada del Estado Paraguayo, Ministerio de Defensa Nacional – Centro de Reclutamiento y Movilización N° 6, ubicado en el Distrito de Encarnación, para asiento del Cuartel de la Policía Nacional en el citado municipio”. 

SECRETARIO GENERAL: Asunción, 24 de setiembre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional, se ratifica en su dictamen anterior de fecha 30 de julio de 2001, por el cual acepta la Objeción total del Poder Ejecutivo al proyecto de Ley N° 1.687: “Que afecta al dominio del Ministerio del Interior un inmueble individualizado como Finca N° 6.266, propiedad privada del Estado Paraguayo, Ministerio de Defensa Nacional – Centro de Reclutamiento y Movilización N° 6, ubicado en el Distrito de Encarnación, para asiento del Cuartel de la Policía Nacional en el citado municipio”, que fuera rechazado por la Cámara de Diputados según Mensaje N° 652 del 6 de junio de 2001.


Firman: Miguel Ángel Ramírez, Marciano Delfín Torales, Evelio Fernández Arévalos, Darío Antonio Franco Flores, Juan Carlos Galaverna y Juan Manuel Benítez Florentín.


Asunción, 17 de octubre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Asuntos Departamentales, Municipales, Distritales y Regionales, os aconseja el rechazo de la Objeción total del Poder Ejecutivo al proyecto de Ley N° 1.687: “Que afecta al dominio del Ministerio del Interior un inmueble individualizado como Finca N° 6.266, propiedad privada del Estado paraguayo, Ministerio de Defensa Nacional – Centro de Reclutamiento y Movilización N° 6, ubicado en el Distrito de Encarnación, para asiento del Cuartel de la Policía Nacional en el citado municipio”, remitida por la Cámara de Diputados según Mensaje N° 652 del 6 de junio de 2001.


Firman: Germán Segovia Mercado, Juan Carlos Ramírez Montalbetti y Alicia Jové Dávalos.

SEÑOR PRESIDENTE: Señores Senadores hay dos dictámenes, de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional recomienda aceptar la objeción; y la de la Comisión de Asuntos Departamentales, Municipales, Distritales y Regionales que aconseja el rechazo. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Miguel Ángel Ramírez.

SEÑOR SENADOR MIGUEL ÁNGEL RAMÍREZ: Muchas gracias, señor Presidente, Honorable Cámara: este es un asunto sobre el que ya habíamos discutido, pensé que la Comisión de Asuntos Departamentales, Municipales, Distritales y Regionales había cambiado de criterio porque este es un inmueble que forma parte del patrimonio del Poder Ejecutivo, del cual nosotros no podemos disponer.


Pero en la objeción presentada por el Poder Ejecutivo se dice “Que el Poder Ejecutivo no está ajeno a las necesidades de la Policía Nacional que motivaron el proyecto de Ley objetado, para lo cual se implementará en forma coordinada entre los Ministerios de Defensa Nacional y del Interior, un nuevo proyecto para la utilización de la Finca N° 6.266, en 50% para cada uno”.


Vale decir, que el Poder Ejecutivo va a estar usando una facultad que como poder administrador tiene; nosotros no podemos rechazar este veto porque se encuadra dentro de las facultades que como poder administrador, tiene el Poder Ejecutivo.


Por estas razones, señor Presidente, nos ratificamos en nuestro dictamen de aceptar el veto del Poder Ejecutivo. Muchas gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Darío Antonio Franco Flores.

SEÑOR SENADOR DARÍO ANTONIO FRANCO FLORES: Gracias, señor Presidente, Honorable Cámara: quiero apoyar a las expresiones del señor Presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional.


Pienso que está mal caratulado este proyecto de Ley; dice que afecta al dominio del Ministerio del Interior, lo que afecta es al dominio del Ministerio de Defensa Nacional, y no es del Ministerio del Interior, está mal caratulado en principio.


Además que, estoy contento con lo que dijo el señor Presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional, que es una atribución del señor Presidente de la República y Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas el solucionar este problema. ¿Para qué vamos a recurrir a un procedimiento que va en contra de lo que corresponde?.


A veces nosotros confundimos la honestidad, creemos que solamente es honestidad material; pienso que también existe una honestidad profesional, y una honestidad de procedimiento, y este es el ejemplo de un mal procedimiento, en que se pasa por sobre la autoridad del Poder Ejecutivo para pedir una cosa no santa.


Pienso que debemos de ser consecuentes con nuestras instituciones, y digo que el que afecta es del dominio del Ministerio de Defensa Nacional, y no al revés como se pretende poner en el proyecto de Ley. Es todo, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra la señora Senadora Alicia Jové Dávalos.

SEÑORA SENADORA ALICIA JOVÉ DÁVALOS: Gracias, señor Presidente: como Comisión de Asuntos Departamentales, Municipales, Distritales y Regionales, sin embargo, nosotros pedimos la ratificación del Senado en su sanción anterior, y es en el sentido de rechazar la objeción total del Poder Ejecutivo al proyecto de Ley.


Muy contrariamente a  lo que dice el preopinante, tenemos un informe del Ministro de Defensa Nacional dirigida al señor Senador Miguel Ángel Ramírez donde dice:


“Tengo el agrado de dirigirme a Usted con el objeto de elevar el informe sobre la situación de la Finca N° 6.266 asiento del Centro de Reclutamiento y Movilización N° 6 de la ciudad de Encarnación, propiedad privada del Estado Paraguayo, Ministerio de Defensa Nacional. Sin otro particular aprovecho la ocasión para saludarlo”. Además dice “informe de la situación de la Finca N° 6.266, croquis de la misma y fotocopia del decreto”.


Es mentira que este inmueble esté funcionando como Centro de Reclutamiento y Movilización, la Comisión de Asuntos Departamentales, Municipales, Distritales y Regionales se ha trasladado hasta el lugar y acá tenemos pruebas con fotos e informes de que eso no es así, es un predio abandonado donde vive una familia particular que no tiene nada que ver con el Centro de Reclutamiento.


Se quiere dar una utilidad diferente siendo que la Policía Nacional no tiene un edificio propio y está alquilando hasta hoy día, no tiene comodidades. Este es un predio que no es lo suficientemente amplio como para afectarle profundamente al Ministerio de Defensa Nacional, sin embargo, sí va a ser un predio sumamente beneficioso para la Policía Nacional.


La finalidad de pasar al dominio del Ministerio del Interior es que la Policía Nacional  ni siquiera tiene un lugar donde ubicarse; estamos hablando de Encarnación donde la Policía Nacional necesita un predio, y es cierto que el Poder Ejecutivo puede simplemente por un Decreto traspasar, pero también es cierto que nosotros por una ley podemos hacer un traspaso de un inmueble de un Ministerio a otro, ya que se trata  de Poderes del Estado.


Volvemos a ratificarnos y pongo a disposición de los señores Senadores las pruebas de las fotos donde está que este edificio está abandonado, no está siendo de utilidad a Reclutamiento como dice el Ministro de Defensa Nacional, no tienen ninguna utilidad práctica para esa comunidad, no cumple tampoco con las funciones de la institución castrense, es más, vive un estudiante que no tiene nada que ver con el Ministerio de Defensa Nacional, o sea, que son gentes civiles las que están viviendo ahí.


No sé cual es el impedimento para que se le ceda la Policía Nacional ya que realmente se necesita ese predio para ellos; por lo tanto solicitamos, y pongo a consideración el informe del Ministro de Defensa Nacional donde miente al decir que ahí funciona el servicio de Reclutamiento, están las pruebas, acá están las fotos y pongo a disposición de la Presidencia para los que quieran ver y solicito la ratificación en el sentido de rechazar la objeción del Poder Ejecutivo. Gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Bader Rachid Lichi.

SEÑOR SENADOR BADER RACHID LICHI: Señor Presidente: ningún valor tiene el informe del Ministro de Defensa Nacional  ni del Ministro del Interior, cuando el propio señor Presidente de la República y Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas está diciendo “señores, como poder administrador, yo quiero dividir esta fracción de tres hectáreas y arreglar administrativamente este problema”.


Aquí está el mensaje del Poder Ejecutivo, por encima del mensaje del Poder Ejecutivo que es el poder administrador, no sirve ningún informe ni del Ministro del Interior ni del Ministro de Defensa Nacional; el poder administrador nos está diciendo que va a solucionar administrativamente el problema.


La superficie de la propiedad es de tres hectáreas, si el administrador está diciendo que va a repartir en un 50% a cada parte, ¿cuál es el drama en que aceptemos la objeción total del administrador y le demos la facultad que le corresponde para que él resuelva el problema?


Señor Presidente, acompaño el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional en el sentido de aceptar la objeción total del Poder Ejecutivo. Muchas gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Evelio Fernández Arévalos.

SEÑOR SENADOR EVELIO FERNÁNDEZ ARÉVALOS: Yo quería señalar a la señora Senadora informante de una comisión, que acá no se trata de que sea verdad o mentira que el inmueble está efectivamente ocupado por una determinada entidad de las Fuerzas Armadas de la Nación, o de que la otra entidad requiera de ese inmueble para funcionar adecuadamente, acá hay problema constitucional de por medio.


En primer lugar ese inmueble no es propiedad de ningún Ministerio, ningún Ministerio es propietario de ningún inmueble porque los ministerios carecen de personería jurídica, son departamentos en que la función del Poder Ejecutivo se divide por razones de eficacia administrativa, de manera que el único propietario de esos inmuebles es el Estado Paraguayo.


Si el Estado paraguayo es el propietario, ¿quién administra los bienes del Estado, quién tiene a su cargo la administración general del país?, el Poder Ejecutivo, de manera que esto está dentro de la órbita del Poder Ejecutivo, que puede asignar ese inmueble a cualquiera de las dependencias que integran el organigrama de ese Poder; meternos nosotros en eso es cercenar una facultad del Poder Ejecutivo, ese es el tema, no si está ocupado o no, etc., etc.


Por supuesto que después podemos interponer nuestros buenos oficios con el objeto de que parte de ese inmueble sea destinado a la Policía Nacional, eso sería correctísimo, pero lo que no podemos hacer es imponer al Poder Ejecutivo en la órbita de sus atribuciones y funciones, una determinada línea de acción, eso no sería constitucional y  sentaría un precedente negativo.


Consecuentemente hay que acompañar la aceptación del veto del Poder Ejecutivo. Nada más, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional, los que estén de acuerdo se servirán levantar la mano. Mayoría.


APROBADO


Se acepta el veto del Poder Ejecutivo, se remite al archivo. 


Séptimo punto del Orden del Día. Proyecto de Ley “Que desafecta un inmueble propiedad de la Municipalidad de Nanawa a favor del Ministerio de Defensa Nacional ”. 

SECRETARIO GENERAL: Asunción, 27 de agosto de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Defensa Nacional os aconseja rechazar el proyecto de Ley “Que desafecta un inmueble propiedad de la Municipalidad de Nanawa a favor del Ministerio de Defensa Nacional ”, remitido por el Poder Ejecutivo según Mensaje N° 471 del 4 de junio de 2001.

Firman: Miguel AÁgel Ramírez, Luis Alberto Mauro, Marciano Delfín Torales, Evelio Fernández Arévalos, DarÍo Antonio Franco Flores, Juan Carlos Galaverna y Ana María Figueredo.


Asunción, 8 de agosto de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Asuntos Departamentales, Municipales, Distritales y Regionales, os aconseja la aprobación con modificaciones el proyecto de Ley “Que desafecta un inmueble propiedad de la Municipalidad de Nanawa a favor del Ministerio de Defensa Nacional”, remitido por el Poder Ejecutivo – Ministerio de Defensa Nacional, según Mensaje N° 471 del 4 de junio de 2001.


Firman: Germán Segovia Mercado, Juan Carlos Ramírez Montalbetti, Alicia Jové Dávalos y Carlos Paredes Ozuna.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales, señor Senador Miguel Ángel Ramírez.

SEÑOR SENADOR MIGUEL ÁNGEL RAMÍREZ: Gracias, señor Presidente, Honorable Cámara. Este es un caso exactamente inverso al que estudiamos en el punto anterior del orden del día. 


Ocurre que en Nanawa existe una base naval, que está asentada en unas tierras que son del dominio privado de la Municipalidad de Nanawa. 


Se ha propuesto un proyecto de Ley que desafecta un inmueble de propiedad de la Municipalidad de Nanawa a favor del Ministerio de Defensa Nacional. Repito, es un inmueble de la Municipalidad de Nanawa. El artículo 13 de la Ley Orgánica Municipal dice expresamente: “Ninguna institución del Estado podrá apropiarse de las rentas o bienes, muebles e inmuebles municipales, sino con sujeción a lo prescrito en esta ley”.


¿Y qué es lo que dice esta ley?.  En el artículo 109 se determinan cuales son los bienes del dominio privado, y en el 111 dice que: “las municipalidades podrán enajenar las tierras de su dominio privado por el procedimiento de la subasta pública o excepcionalmente”, que sería este caso, “en forma directa previo avalúo pericial que no será menor al valor fiscal, salvo los casos de que tratan los artículos 113, 114 y 115”.


En consecuencia, señor Presidente, no podemos, por disposiciones expresas de la Ley Orgánica Municipal, desafectar este inmueble del dominio de la Municipalidad de Nanawa. En este caso el Estado, la Administración Central tendrá que comprarle a la Municipalidad de Nanawa este predio y destinarlo al uso que se propone, para asiento de la base naval existente en ese municipio.


De manera que por estas razones estamos proponiendo el rechazo del proyecto. Gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el rechazo del proyecto de Ley de acuerdo al dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales.  Mayoría.

RECHAZADO


Pasa al archivo.

 Octavo  punto del Orden del Día. ACUERDO SOBRE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN RECÍPROCA DE INVERSIONES, ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DEL PARAGUAY Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE BOLIVIA”.  


Lectura de los dictámenes por Secretaría.

SECRETARIO GENERAL: “Asunción, 24 de octubre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales, os aconseja la aprobación del “Acuerdo sobre Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, entre el Gobierno de la República del Paraguay y el Gobierno de la República de Bolivia”, suscrito en la ciudad de Asunción, en fecha 4 de mayo de 2001, remitido según Mensaje Nº 467 del Poder Ejecutivo, vía Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 4 de junio de 2001”.

FIRMAN: DIÓGENES MARTÍNEZ, MARIO PAZ CASTAING, ÁNGEL JOSÉ BURRÓ, BADER RACHID LICHI y MARCIANO DELFÍN TORALES.

“Asunción, 31 de julio de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Economía, Desarrollo e Integración Latinoamericana, en lo relativo a su competencia aconseja aprobar el “Acuerdo sobre Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, entre el Gobierno de la República del Paraguay y el Gobierno de la República de Bolivia”, suscrito en la ciudad de Asunción, en fecha 4 de mayo de 2001, remitido según Mensaje Nº 467 del Poder Ejecutivo - Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 4 de junio de 2001.

FIRMAN: ARMANDO VICENTE ESPÍNOLA, GUILLERMO SÁNCHEZ GUFFANTI, ALICIA JOVÉ y HERMINIO CÁCERES.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Diógenes Martínez.

SEÑOR SENADOR DIÓGENES MARTÍNEZ: Gracias, señor Presidente. El acuerdo firmado entre Paraguay y Bolivia se enmarca dentro de los actos bilaterales que nuestro país actualmente mantiene como una política para promover las inversiones extranjeras en el Paraguay.


Consiste en otorgarle garantías especiales a aquellas inversiones que se realicen, en este caso de los bolivianos en el Paraguay y recíprocamente. 


Tenemos 27 Acuerdos Bilaterales firmados en este sentido y en gran parte todos estos acuerdos mantienen una misma línea de texto, una misma línea política, especialmente judicial. Solamente, en la Comisión de Relaciones Exteriores solemos cuidar de que estos Acuerdos, en su afán de garantizar las inversiones, no transgredan normas internas, ya que evidentemente, en cuanto al relacionamiento internacional no puede ponerse objeción alguna.


En ese sentido con Bolivia, es el último país que regionalmente nos faltaba acordar este Tratado. Y el acuerdo en todo su texto respeta el ordenamiento jurídico interno y preserva las garantías excepcionales otorgadas a otros países, especialmente para el caso de la discrepancia o de la divergencia que pueda existir en cuanto a la dilucidación de actos del gobierno o de actos de particulares que puedan afectar estas inversiones.


Por estas razones observándose beneficioso desde punto de vista de la política internacional, beneficioso desde el punto de vista del desarrollo regional, ya que se trata de un Acuerdo con Bolivia, peticionamos al igual que en los 27 Tratados que habíamos suscrito con otros países, la aprobación de este acuerdo, señor Presidente. Gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el dictamen de la Comisión de Relaciones Exteriores que solicita la aprobación. Mayoría.

APROBADO


Pasa a la Cámara de Diputados.

Noveno punto del Orden del Día. TRATADO DE EXTRADICIÓN Y EL ACUERDO POR NOTAS REVERSALES SOBRE MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO NOVENO DEL TRATADO DE EXTRADICIÓN.


Lectura de los dictámenes por Secretaría.

SECRETARIO GENERAL: “Asunción, 24 de octubre de 2001. Honorable Cámara de Senadores: Vuestra Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo, os aconseja la aprobación del “Tratado de Extradición y el Acuerdo por Notas Reversales sobre modificación del Artículo Noveno del Tratado de Extradición”, suscrito con el Gobierno de la República del Perú, que fuera remitido por el Poder Ejecutivo, con Mensaje Nº 575 del 4 de octubre del 2001.

Firman: Evelio Fernández Arévalos, Marciano Torales, Raúl Ayala Diarte, Miguel Ángel Ramírez, Mario Paz Castaing, Susana Morínigo, Elba Recalde y Germán Segovia Mercado”.

“Asunción, 17 de octubre de 2001. Honorable Cámara de Senadores: Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales, os aconseja la aprobación del “Tratado de Extradición, suscrito en Lima, el 17 de octubre de 1997; y el Acuerdo por Notas Reversales sobre modificación del Artículo Noveno del Tratado de Extradición”, suscrito con el Gobierno de la República del Perú, en Asunción el 5 de marzo del 2001, remitido por Mensaje Nº 575 del Poder Ejecutivo, vía Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 4 de octubre del 2001.

Firman: Diógenes Martínez, José Félix Fernández Estigarribia, Mario Paz Castaing, Luis Guanes Gondra, Ángel José Burró, Bader rachid lichi y marciano torales.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Diógenes Martínez.

SEÑOR SENADOR DIÓGENES MARTÍNEZ: Muchas gracias, señor Presidente. Este es un Tratado de Extradición con Perú, que anteriormente habíamos rechazado por un defecto contenido en uno de los artículos que habla del arresto provisorio con fines de extradición. 


En la anterior oportunidad se había dejado abierta la posibilidad de que “el arrestado provisoriamente para fines de extradición, pudiera de no haberse cumplido con el pedido de extradición en tiempo oportuno, nuevamente en una siguiente oportunidad, ser detenida esta persona”.


Esto contradice normas elementales de garantías individuales por lo que la Cámara había rechazado este acuerdo. 


Mediante la suscripción de Notas Reversales se ha rectificado este Tratado en el artículo octavo y es así que tenemos hoy subsanado el defecto, cuando en forma expresa ya se aclara que solamente en caso de presentarse una solicitud formal de extradición, de vuelta puede darse la detención de la persona cuya extradición se solicita.


En lo demás, señor Presidente, este es un acuerdo que respeta las normas tradicionales vigentes en la materia, tanto legislativa, comparativa como también en cuanto a doctrina. El Paraguay últimamente está actualizando sus Tratados Bilaterales de Extradición que es una lucha que colectivamente se empeñan los Estados por realizar contra la delincuencia internacional masiva y también orquestada colectivamente. 


Por estas razones, la Comisión de Legislación y Relaciones Exteriores, aconsejan la aprobación de este acuerdo. Gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el dictamen suscrito por las Comisiones Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo y Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales. A votación. Mayoría.

APROBADO


Se remite a la Cámara de Diputados.

Décimo punto del Orden del Día.


TRATADO SOBRE TRASLADO DE PERSONAS CONDENADAS Y DE MENORES BAJO TRATAMIENTO ESPECIAL, ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DEL PARAGUAY Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ.


Lectura de los dictámenes por Secretaría.

SECRETARIO GENERAL: “Asunción, 17 de octubre de 2001. Honorable Cámara de Senadores: Vuestra Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo, os aconseja la aprobación del “Tratado sobre traslado de Personas Condenadas y de Menores bajo tratamiento especial, entre el Gobierno de la República del Paraguay y el Gobierno de la República del Perú”, suscrito en la ciudad de Lima, el pasado 6 de julio de 2001, que fuera remitido por el Poder Ejecutivo, con Mensaje Nº 599 del 10 de septiembre de 2001.

FIRMAN: EVELIO FERNÁNDEZ ARÉVALOS, MARCIANO TORALES, RAÚL AYALA, MIGUEL ÁNGEL RAMÍREZ, MARIO PAZ CASTAING, SUSANA MORÍNIGO, ELBA RECALDE y GERMÁN SEGOVIA MERCADO”.


“Asunción, 3 de octubre del 2001. Honorable Cámara de Senadores: Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales, os aconseja la aprobación del “Tratado sobre traslado de Personas Condenadas y de Menores bajo tratamiento especial, entre el Gobierno de la República del Paraguay y el Gobierno de la República del Perú”, suscrito en la ciudad de Lima, el pasado 6 de julio del 2001, remitido por Mensaje Nº 599 del Poder Ejecutivo–Ministerio de Relaciones Exteriores de fecha 10 de setiembre de 2001.

FIRMAN: DIÓGENES MARTÍNEZ, JOSÉ FÉLIX FERNÁNDEZ ESTIGARRIBIA, LUIS GUANES GONDRA, ANA MARÍA FIGUEREDO, ÁNGEL JOSÉ BURRÓ, BADER RACHID LICHI, LUIS TALAVERA ALEGRE y MARCIANO TORALES”.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Diógenes Martínez.

SEÑOR SENADOR DIÓGENES MARTÍNEZ: Gracias, señor Presidente. Este es un acuerdo que prevé la posibilidad de que los condenados paraguayos en Perú y los condenados peruanos en el Paraguay y los menores bajo tratamiento especial, aún con detención que no sea producto de una condena, puedan acogerse al beneficio que acuerda este Tratado y de cumplir la pena en sus respectivos países. 


Es una política internacional que se viene desarrollando últimamente en materia penal a fin de que la ley y la posibilidad de la reclusión pueda responder al principio de la readaptación de la resocialización de los que han caído en la desgracia del delito.


Responde a un  criterio constitucional de nuestra Constitución vigente, señor Presidente, y a la mejor política doctrinaria que se busca en materia penal para, reitero, la resocialización o la readaptación del individuo caído en la desgracia del delito, para así cumplir los fines propios de la pena modernamente reconocida en materia penal. 


Por esta razón, en nombre de las dos Comisiones, y también teniendo en cuenta los antecedentes que existen en esta materia que son cerca de 20 acuerdos ya firmados bilateralmente, peticiono el acuerdo correspondiente a la aprobación de este Tratado. Muchas gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE:  A votación el dictamen de las Comisiones de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo  y de Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales. Mayoría.


APROBADO


Pasa a la Cámara de Diputados.


Undécimo punto del Orden del Día. 


PROYECTO DE LEY “QUE AUTORIZA A LA MUNICIPALIDAD DE ASUNCIÓN, A ERIGIR UN BUSTO CONMEMORATIVO EN HOMENAJE AL MAESTRO HERMINIO GIMÉNEZ, EN LA PLAZA QUE LLEVA SU NOMBRE, QUE SE HALLA UBICADA EN LA CALLE FRAY LUIS DE GRANADA E/ DIEGO DA SILVA Y VELÁZQUEZ  Y LUIS MORALES”. 


Lectura del dictamen por Secretaría.

SECRETARIO GENERAL: “Asunción, 17 de octubre de 2001. Honorable Cámara de Senadores: Vuestra Comisión de Asuntos Departamentales, Municipales, Distritales y Regionales os aconseja la aprobación del proyecto de Ley “Que autoriza a la Municipalidad de Asunción, a erigir un busto conmemorativo en homenaje al Maestro Herminio Giménez, en la plaza que lleva su nombre, que se halla ubicada en la calle Fray Luis de Granada e/ Diego Da Silva y Velázquez  y Luis Morales”, remitido por la Cámara de Diputados según Mensaje Nº 785 de fecha 27 de setiembre del año 2001.

FIRMAN: GERMÁN SEGOVIA MERCADO, JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTALBETTI, ALICIA JOVÉ DÁVALOS, CARLOS PAREDES OZUNA, ILDA MAYEREGGER y PEDRO PABLO OVELAR”.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra la señora Senadora Ilda Mayeregger.

SEÑORA SENADORA ILDA MAYEREGGER: El Mensaje N° 785 que autoriza a la Municipalidad de Asunción a erigir un busto conmemorativo en homenaje al maestro Herminio Giménez en la plaza que lleva su nombre que se halla ubicada en la calle Fray Luis de Granada e/ Diego Da Silva y Velázquez y Luis Morales.


Se pretende erigir un busto en homenaje al gran músico y compositor paraguayo don Herminio Giménez, cuya labor a favor de la cultura paraguaya y en particular en lo que hace a la música es reconocida a nivel nacional e internacional como uno de sus más grandes representantes.


La Municipalidad de Asunción ha dictado una resolución previo acuerdo entre la Junta y la Intendencia la Resolución Nº 3.569 del año 2001, por la cual autoriza al Ejecutivo Municipal a gestionar ante el Congreso Nacional la sanción de la ley respectiva, de conformidad con el artículo 250 de la Ley Orgánica Municipal; “las municipalidades deben ser autorizadas por Ley para erigir bustos, estatuas o monumentos conmemorativos de personas o acontecimientos históricos en lugares públicos”. Es lo que trata de dar cumplimiento este proyecto de Ley. 


La Comisión considera en justicia el homenaje por parte de la comuna asuncena, razón por la cual aconseja su aprobación. Gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación en general y en particular el proyecto de Ley. Mayoría. 

APROBADO 


Queda sancionada la ley que autoriza a erigir un busto conmemorativo en homenaje al maestro Herminio Giménez. 

Duodécimo punto del Orden del Día.


Proyecto de Resolución “POR EL CUAL SE PIDE INFORME AL PODER EJECUTIVO ACERCA DE LA COMERCIALIZACIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA DE LA ANDE, DISPONIBLE Y NO REQUERIDA FUERA DEL HORARIO DE PUNTA, DENTRO Y FUERA DEL PARAGUAY”. 


Lectura del dictamen por Secretaría.

SECRETARIO GENERAL: “Asunción, 25 de setiembre de 2001. Honorable Cámara de Senadores: Vuestra Comisión de Peticiones, Poderes y Reglamentos os aconseja la aprobación con modificaciones el proyecto de Resolución “Por el cual se pide informe al Poder Ejecutivo acerca de la comercialización de energía eléctrica de la Ande, disponible y no requerida fuera del horario de punta, dentro y fuera del Paraguay”, presentado por el Senador Luis Talavera Alegre.


En ocasión de su tratamiento en plenaria, el vocero de la Comisión fundamentará el presente dictamen.

FIRMAN: JUAN CARLOS GALAVERNA, JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTALBETTI, ALICIA JOVÉ DÁVALOS, BLAS N. RIQUELME y GONZALO QUINTANA.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna; Presidente de la Comisión.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA: Señor Presidente, señores Senadores: este es un proyecto presentado por el colega Talavera, que pretende atender una cuestión de alta importancia económico financiera energética y yo diría  hasta estratégica de la República.


Se trata de pedir informe y con explicación de razones políticas y estratégicas, con relación a una licitación relativa a la comercialización de energía eléctrica de la ANDE, la denominada en la jerga técnica “disponible y no requerida fuera de horario de punta dentro y fuera del Paraguay”.


Pretendemos saber si el Ejecutivo tiene previsto o no operar parte de esa energía con los industriales a precio preferencial.  Si existe o no convenio con esta firma que adquirió mucha fama por publicaciones periodísticas denominada ENESUR, sobre la posibilidad de intermediación de la ENESUR en los procesos de venta de energía al exterior y culminamos el proyecto solicitando la remisión de los pliegos de base y condiciones de la licitación mencionada en el inciso a) del artículo 1º. 


Es un proyecto sencillo, cuyo contenido acabo de referir. En su artículo segundo establece el plazo como manda la Constitución por lo que recomendamos tal cual consta en el dictamen la aprobación del proyecto de Resolución.


Aprovecho, señor  Presidente, para no molestar más adelante para comunicar que terminado el tratamiento de este punto tendré que retirarme de la sesión para ir hasta la oficina de la Comisión de Peticiones a atender a una delegación de compatriotas residentes en Buenos Aires, que creo que el día de ayer estuvieron con el Presidente de la Cámara. Gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación en general. Mayoría. 

APROBADO


Estudio en particular.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 1º. Solicitar informe al Poder Ejecutivo sobre los siguientes puntos:

a) Explicar la razón política y estratégica de la licitación Nº 1.405/2001 de la ANDE, relativa a la comercialización de energía eléctrica de ANDE, disponible y no requerida, fuera de horario de punta y dentro y fuera del Paraguay.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Luis Talavera Alegre.

SEÑOR SENADOR LUIS TALAVERA ALEGRE: Gracias, señor Presidente. Para solicitar la introducción de una palabra: “Explicar la razón legal” y todo sigue igual, señor Presidente.  Es importante conocer en qué se fundamenta legalmente la ANDE para llamar a esta licitación. 

SEÑOR PRESIDENTE: Se traslada a la Comisión respectiva. 

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA: La Comisión recoge la sugerencia del proyectista con ruego de que se inserte de la siguiente manera: “Explicar la razón política y estratégica y las bases legales de la licitación”. 

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el inciso a). Mayoría.


APROBADO

Inciso b).

SECRETARIO GENERAL: b) Si el Poder Ejecutivo no tiene previsto operar parte de esa energía a los industriales nacionales a precios preferenciales.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra la señora Senadora Elba Recalde.

SEÑORA SENADORA ELBA RECALDE: Es una consulta, si el Presidente de la Comisión me puede responder. Consiste en lo siguiente: ¿por qué se usa el negativo?. Si se pudiera poner en afirmativo. Es una consulta. Gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Se traslada a la Comisión.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA: Siempre al gusto de la plenaria, el espíritu del inciso no va a variar absolutamente incluyendo o no el adverbio “no”. El Presidente de la Comisión dictaminante hasta simpatiza con la línea positiva planteada por la colega.

SEÑORA SENADORA ELBA RECALDE: Gracias, que amable.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el inciso b) con la eliminación del “no”. Mayoría.


APROBADO 

Inciso c).

SECRETARIO GENERAL: c) Si existe un convenio con la firma ENESUR, sobre la posibilidad de intermediación de ésta en los procesos de venta de energía al exterior.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el inciso c). Mayoría.


APROBADO

SECRETARIO GENERAL: d) Remitir los Pliegos de Bases y Condiciones de la Licitación Nº 1.405/2001 de la ANDE, para la comercialización de energía eléctrica disponible y no requerida, fuera de horario de punta dentro y fuera del Paraguay.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el inciso d). Mayoría.


APROBADO

Artículo 2º.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 2º. El informe deberá ser suministrado dentro del plazo de 15 días a partir de la fecha de recepción.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 2º. Mayoría.


APROBADO


Tiene el uso de la palabra el señor Senador Luis Alberto Mauro.

SEÑOR SENADOR LUIS ALBERTO MAURO: Es para preguntar al proyectista a fin de plantear una reconsideración, ya que estamos en el artículo de forma, del inciso c) donde señala si existen convenios con la firma ENESUR. La consulta es si se puede poner de esta manera: “Si existe un convenio con la firma ENESUR o con cualquier otra empresa”.


La consulta al proyectista es si el interés específico es ENESUR o si ya existe algún convenio de la ANDE con cualquier otra empresa. Se  puede dar el caso de que exista con otra empresa y no precisamente con ENESUR, de acuerdo a lo que respondan me gustaría entonces plantear una reconsideración, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Primero la reconsideración y luego trasladamos a la Comisión.


Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna, sobre el punto.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA: A pesar de que el Senador Mauro se dirigió al proyectista, señor Presidente, en un gesto de desconsideración hacia la Comisión dictaminante, la  Presidencia de la Comisión dictaminante con toda cortesía le responde manifestando que no tiene inconveniente alguno en agregar eso, que inclusive ampliaría el espectro de posibilidades en la respuesta que remita el Poder Ejecutivo.

SEÑOR PRESIDENTE:  A votación la reconsideración solicitada por el Senador Mauro. Mayoría.

APROBADO


A votación la moción del Senador Mauro a la que se allanó la Comisión respectiva. Mayoría. 

APROBADO


Artículo 3º De forma. Se remite al Poder Ejecutivo. 

Décimo Tercer punto del Orden del Día.

SECRETARIO GENERAL: Asunción, 15 de octubre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, os aconseja la aprobación del proyecto de Ley “Que aumenta Pensión Graciable a la señora María Emilia Domínguez Vda. de Grisetti”, remitido por la Cámara de Diputados según Mensaje N° 794 de fecha 4 de octubre de 2001.


Firman: Gustavo Adolfo Pedrozo Abbate, Elba Recalde, Ángel José Burró Mujica, Carlos Paredes Ozuna, Esteban Martín Samaniego Alemán y Ramona Elba Valiente de Grisetti.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Presidente de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas; Senador Gustavo Adolfo Pedrozo Abbate.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: Señor Presidente: se trata de un aumento de pensión graciable a la señora María Emilia Domínguez Vda. de Grisetti, es la viuda de un excombatiente de la Guerra del Chaco, con media sanción de la Cámara de Diputados.


Estos son los tres últimos pedidos, prácticamente, de pensión graciable, y a propósito, hemos hablado con algunos colegas congresistas de la Cámara de Diputados, estamos teniendo una cantidad muy grande de pedidos de pensiones graciables en la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, que en alguna medida estamos congelando.


Usted recordará, señor Presidente, que en su momento habíamos frenado, porque se está convirtiendo en una práctica usual, casi por reunión tenemos dos o tres pedidos de pensiones graciables.


Quiero anticipar que estos tres son los últimos pedidos y el resto está totalmente en la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, practicante congelado, porque el tema de las jubilaciones ustedes saben perfectamente bien y el resto de los colegas se esta convirtiendo en una carga pesadísima para el Tesoro Público.


En este caso tiene una pensión de G.300.000 y estamos pidiendo, es decir, estamos aceptando el pedido, el proyecto de Ley con media sanción de la Cámara de Diputados, de pasar de G.300.000 a 500.000, porque se trata de una persona de edad y además es viuda de un excombatiente. 

SEÑOR PRESIDENTE: A votación en general el proyecto de Ley en estudio. Mayoría.


APROBADO


Estudio en particular.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 1º.- Auméntase a G. 500.000 (guaraníes quinientos mil ) mensuales, la pensión graciable concedida a la señora María Emilia Domínguez Vda. de Grisetti, esposa del excombatiente de la Guerra del Chaco, Don Eustaquio Grisetti.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 1º. Mayoría.


APROBADO

SECRETARIO GENERAL: Artículo 2º. Los fondos a ser transferidos para hacer efectiva la pensión dispuesta en esta ley, serán proveídos por la Dirección General del Tesoro la Dirección de Jubilaciones y Pensiones, dependiente de la Subsecretaría de Estado de Administración Financiera del Ministerio de Hacienda, conforme el Código presupuestario vigente.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 2º. Mayoría.


APROBADO

SECRETARIO GENERAL: Artículo 3º.- La beneficiaria no podrá acogerse a otro beneficio jubilatorio.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 3º. Mayoría.


APROBADO.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 4º.- Derógase al artículo 61 de la Ley N° 125 de fecha 11 de enero de 1993.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 4º. Mayoría.


APROBADO


Artículo 5º, de forma. Pasa al Poder Ejecutivo. 


Décimo cuarto  punto del Orden del Día.


Dictámenes que recomiendan la aprobación de varios proyectos de Pensiones Graciables.


Proyecto de Ley “Que aumenta Pensión Graciable a la señora Adelaida García Gómez”, presentado por el Senador Dionisio Zárate González. Cuenta con el dictamen de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, que aconseja la aprobación.


Proyecto de Ley “Que concede Pensión Graciable a la señorita Dominga Ramírez Velázquez”, presentado por el Senador Germán Segovia Mercado. Cuenta con el dictamen de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, que aconseja la aprobación.


Proyecto de Ley “Que concede Pensión Graciable a la señora Isidora Amarilla de Tarakus”, presentado por la Senadora Elba Recalde. Cuenta con el dictamen de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, que aconseja la aprobación. Cuenta con el dictamen de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas, que aconseja la aprobación.

SECRETARIO GENERAL: Asunción, 26 de junio de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas os aconseja la aprobación del proyecto de Ley “Que aumenta Pensión Graciable a la señora Adelaida García Gómez”, presentado por el Senador Dionisio Zárate González.


Firman: Miguel Angel Ramírez, Armando Vicente Espínola, Gustavo Adolfo Pedrozo Abbate, ángel José Burró Mujica, Esteban Martín Samaniego Alemán y Carlos Paredes Ozuna.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Presidente de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: Señor Presidente: es también un caso especial, es una exdocente que no puede ejercer el cargo porque tiene una enfermedad grave, artrosis en la columna; tiene una pensión de G.55.000 y estamos pidiendo un aumento a G.300.000, es hija de un liciado de la Guerra del Chaco, es decir, extinto el padre.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación en general el proyecto de Ley en estudio. Mayoría.


APROBADO


Estudio en particular.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 1º.- Auméntase la pensión graciable a G. 300.000 (guaraníes trescientos mil ) mensuales, a favor de la señora Adelaida García Gómez, ex docente.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 1º. Mayoría.


APROBADO.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 2º.- Los fondos a ser transferidos para hacer efectiva la pensión dispuesta en esta ley, serán proveídos por la Dirección General del Tesoro la Dirección de Jubilaciones y Pensiones, dependiente de la Subsecretaría de Estado de Administración Financiera del Ministerio de Hacienda, conforme el Código presupuestario vigente.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 2º. Mayoría.


APROBADO.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 3º.- La beneficiaria no podrá acogerse a otro beneficio jubilatorio.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el Artículo 3º. Mayoría.


APROBADO.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 4º.- Derógase al artículo 11 de la Ley N° 1.333 de fecha 14 de octubre de 1988.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 4º. Mayoría.


APROBADO


Artículo 5º, de forma. Pasa al Poder Ejecutivo. Se remite a la Cámara de Diputados.

SECRETARIO GENERAL:  Asunción, 4 de setiembre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas os aconseja la aprobación del proyecto de Ley “Que concede Pensión Graciable a la señorita Dominga Ramírez Velázquez”, presentado por el Senador Germán Segovia Mercado.


Firman: Gustavo Adolfo Pedrozo Abbate, Elba Recalde, Dionisio Zárate González, Carlos Paredes Ozuna Esteban Martín Samaniego Alemán y Ramona Elba Valiente de Grisetti.

SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Gustavo Adolfo Pedrozo Abbate.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: Señor Presidente: se trata de algo parecido, también una pensión graciable, ya había señalado que este y el siguiente hemos desmenuzado muchísimo para pedir la aprobación de estos proyectos.


Vuelvo a recalcar, con la consigna clara en la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas de tratar de frenar esto; creemos que estos son casos son enteramente justificados, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación en general el proyecto de Ley en estudio. Mayoría.


APROBADO.


Estudio en particular.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 1º.- Concédese pensión graciable de G. 300.000 (guaraníes trescientos mil) mensuales, a la señorita Dominga Ramírez Velázquez, hija del extinto lisiado de la Guerra del Chaco Sgto. 1º Carlos Ramírez.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 1º. Mayoría.


APROBADO.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 2º.- La Dirección del Tesoro realizará estas erogaciones con cargos a los Fondos del Presupuesto General de Gastos de la Nación.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 2º. Mayoría.


APROBADO.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 3º.- La beneficiaria no podrá acogerse a otros beneficios jubilatorios.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el Artículo 3º. Mayoría.


APROBADO


Artículo 4º, de forma. Se remite a la Cámara de Diputados.

SECRETARIO GENERAL: Asunción, 2 de octubre de 2001. Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuentas os aconseja la aprobación del proyecto de Ley “Que concede Pensión Graciable a la señora Isidora Amarilla de Taraskus”, presentado por la señora Senadora Elba Recalde.


Firman: Gustavo Adolfo Pedrozo Abbate, Carlos Paredes Ozuna, Dionisio Zárate González y Ramona Elba Valiente de Grisetti.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación en general el proyecto de Ley en estudio. Mayoría.


APROBADO.


Estudio en particular.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 1º.- Concédese pensión graciable  a la señora Isidora Amarilla Vda. de Taraskus de G. 500.000 (guaraníes quinientos mil) mensuales.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 1º. Mayoría.


APROBADO.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 2º.- La Dirección del Tesoro realizará estas erogaciones con cargos a los Fondos del Presupuesto General de Gastos de la Nación.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 2º. Mayoría.


APROBADO.

SECRETARIO GENERAL: Artículo 3º.- La beneficiaria no podrá acogerse a otros beneficios jubilatorios.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación el artículo 3º. Mayoría.


APROBADO


Artículo 4º, de forma. Se remite a la Cámara de Diputados.


Tiene el uso de la palabra el señor Senador Gustavo Adolfo Pedrozo Abbate.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: Señor Presidente: muy brevemente, estaba atendiendo otras cosas de la comisión y no pude, en el estadio previo al tratamiento del orden del día, quería proponer la plenaria una sesión preparatoria el día martes próximo, para el estudio del presupuesto y el tratamiento el día jueves, para poder suministrar a los señores Senadores toda la documentación que requieran, a partir de esa sesión preparatoria.


Es absolutamente necesaria esa sesión preparatoria porque hay muchas cosas puntuales de las que tenemos que suministrar documentación, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Señor Senador, con todo respeto la Presidencia quiere sugerir algo a la plenaria: es imposible que en dos días, nos reunimos el martes, si hay modificaciones que algunos señores Senadores opinen, para cambiar para el jueves la Secretaría no tiene tiempo; tiene que enviar ya el miércoles  el legajo, y no va a tener tiempo.


Yo diría en tal caso, y es probable que tengamos una sesión extraordinaria el martes, porque queremos ir agilizando esto, solicitaría que sea el miércoles y el siguiente jueves para poder analizar, en un día no se va a poder analizar todo el presupuesto, los señores Senadores no van a tener tiempo de analizar el presupuesto en un día, salvo mejor parecer.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: Absolutamente no hay ningún problema, señor Presidente, de cualquier manera quiero recordarle que hay suficiente tiempo porque tenemos hasta el final del mes de diciembre, constitucionalmente, el plazo, es decir, después tiene que ir de vuelta a la Cámara de Diputados.


Tenemos tiempo hasta final de noviembre, creo que los plazos que esta señalando el señor Presidente todavía nos da tiempo; si a Usted le parece bien lo hacemos el próximo miércoles o el próximo lunes, las documentaciones están listas.

SEÑOR PRESIDENTE: Es muy difícil que el lunes puedan venir los señores Senadores por la razón de que el domingo hay elecciones y varios se van de delegados al interior de la República.


Sugiero el miércoles y el siguiente jueves.

SEÑOR SENADOR EVELIO FERNÁNDEZ ARÉVALOS: Sugiero que se ponga en el orden del día del martes sea como sea, entonces, comenzamos el martes, si no terminamos, pasamos a cuarto intermedio y seguimos el miércoles.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO PEDROZO ABBATE: Yo no estoy pidiendo el tratamiento, es una sesión preparatoria, una sesión de información ,entonces ya la gente se hace la idea.

SEÑOR PRESIDENTE: Yo tengo muchos puntos importantes para el orden del día, esto va a ser una sesión informativa.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS RAMIREZ MONTALBETTI: Lunes a las 18 horas, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Señores Senadores, vamos a hacer el  miércoles con tiempo, no vamos a hacer apurados y después ustedes se enojan con la Presidencia cuando es todo apurado.

SEÑOR SENADOR JUAN MANUEL BENITEZ FLORENTIN: Quiero solicitar una información a la Presidencia y que puede interesar también a otros miembros, una preocupación quiero hacerla y en sesión extraordinaria no existe esa primera etapa de formulaciones.


Es una tremenda preocupación que me asiste al leer que hay un mal diseño que obliga a rever la estructura del Congreso, me preocupa profundamente que en la reunión con los Presidentes de ambas Cámaras, se haya informado que hubo errores de cálculo en la profundidad en que deben estar las fundaciones del edificio.

SEÑOR PRESIDENTE: Discúlpeme que le interrumpa, vamos a levantar la sesión y vamos a quedarnos a escucharle porque esto no puede figurar en la sesión.


Estando agotado los puntos del orden del día, se levanta la sesión extraordinaria de la fecha.

SON LAS 11:05 HORAS.
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